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I. INTRODUCCIÓN 
 

1.1. Contextualización  
 

La pena de muerte ha sido, a lo largo de la historia y en la actualidad, objeto de disputas 

vigorosas a causa de su carácter intrínsecamente controvertido. Se erige como una de las prácticas 

más cuestionadas y, con frecuencia, repudiadas por su naturaleza inhumana al emplearse como 

medio de castigo ante conductas ilícitas incurridas por individuos sometidos a la jurisdicción del 

Estado correspondiente.  

El presente trabajo analiza esta cuestión considerando la legitimidad de aplicar la pena de 

muerte a personas que enfrentan alguna discapacidad mental, abordando este tema desde una 

perspectiva legal, internacional y deontológica.  

 

1.2.  Justificación e importancia del análisis 
 

Frente a la profunda significación de los derechos inherentes de los sujetos dentro de una 

comunidad y conciencia común, surge la vital necesidad de asegurar la aplicación de la equidad 

y el respeto uniforme hacia todas las personas en el ámbito del sistema penal, sin que dichos 

fundamentos se vean comprometidos por las limitaciones mentales. En consecuencia, es esencial 

evitar recurrir a prácticas inconsistentes como justificación para cumplir con la obligación 

resultante de la comisión de un delito.  

Por ende, es crucial alcanzar la conformidad legal para mitigar la discriminación y 

vulnerabilidad experimentadas por las personas con discapacidad mental. Es necesario analizar la 

elaboración de políticas y medidas que respalden este objetivo. 

 

1.3. Objetivos  
 

El propósito central de esta investigación radica en examinar exhaustivamente el alcance y 

consecuencias dimanadas de la imposición de la pena de muerte en personas que padecen 

discapacidad y, en particular, mental, equiparando las circunstancias sociales previas con el 

contexto actual, evaluando el tratamiento penal que reciben y considerando posibles alternativas. 

Asimismo, observar esta cuestión en relación con la casuística en distintos sistemas legales.  

 

 

II. MARCO CONCEPTUAL 
 

2.1. Pena de muerte 
 

2.1.1. Historia y práctica: origen y evolución 
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La historia de la pena de muerte se remonta a las civilizaciones del Antiguo Oriente, en 

donde se encuentra registrada en textos legales cuneiformes de renombrada antigüedad, tales 

como el Código de Ur-Nammu y el Código Lipit-lshtar de la tribu sumeria, datados en el siglo 

XXI y XIX a. C, respectivamente. Otros casos significativos incluyen el Código de Eshnunna y 

el célebre Código de Hammurabi. 

Estos registros jurídicos disponían la pena de muerte como castigo para una pluralidad de 

delitos, que abarcaban desde actos como el incesto o la blasfemia, hasta crímenes más graves 

como violaciones, homicidios o adulterios. 

 

Entre estos códigos legales, sobresale el Código de Hammurabi, también conocido como la 

Ley del Talión, promulgado alrededor del año 1700 a.C. Se distingue como uno de los primeros 

sistemas penales en contemplar la pena de muerte como represalia por determinados delitos, 

pudiendo ser ejecutada mediante métodos como el ahogamiento, la hoguera, el arrastre o el 

empalamiento. De esta manera, se les imponía la pena capital:  
 

“Si una tabernera no cobra cebada como precio por la cerveza y cobra en 

dinero según una pesa grande y rebaja el valor de cerveza en relación al valor de 
la cebada, que se lo prueben y la tiren al agua”. 

 
“Si no puede pagar la indemnización, que lo arrastren con la yunta por ese 

mismo campo”. 

 

Esta práctica era frecuente y se adoptaba incluso en delitos menores como la vagancia o los 

falsos testimonios. Tal recopilación representó un avance vigoroso sustentado en el principio de 

proporcionalidad de la venganza, que, pese a su carácter lacerante, ofrecía una solución eficaz 

ante ciertas transgresiones.  

 

Durante la vigencia del Antiguo Testamento, el pueblo judío empleaba la pena capital en 

situaciones que consideraban dignas de tal castigo. Su objetivo era impartir una lección que 

desalentara futuros crímenes y transgresiones, eliminar de la comunidad elementos perniciosos y 

buscar la expiación divina. De esta manera, se recurría a métodos como la lapidación, la 

cremación, la decapitación y el estrangulamiento. 

En cierto modo, la noción de justicia trascendía los meros intereses de poder por los 

gobernantes o a la búsqueda de venganza por parte del hombre, por lo que quedaba dirigida 

estrechamente al ámbito religioso. Esta tendencia se extendió a otras castas bajo la influencia de 

la Ley del Talión, según predicaban ciertas disposiciones: 

 

“El que derrame sangre del hombre, Por el hombre su sangre será 

derramada, Porque a imagen de Dios Hizo Él al hombre”1 
 

“Ojo por ojo, diente por diente, mano por mano, pie por pie”2 

 

Con respecto a otras civilizaciones, es relevante mencionar la postura de Grecia respecto a 

la pena de muerte, evidenciada en la primera Constitución decretada en Atenas en el año 621 a. 

 

1 GÉNESIS 9:6. 

2 EXODO 21:24. 
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C por Dracón. En la antigua Grecia, la aplicación de la pena de muerte era recurrente incluso para 

delitos considerados menores, como el hurto, excusado por la ausencia de penas más severas para 

crímenes de mayor gravedad, los cuales, en su mayoría, resultaban en condenas de esclavitud. 

Los juicios se basaban en la intencionalidad del acusado.  

 

Debido a su notable crueldad, en el año 590 a. C, el Código de Dracón fue sustituido por el 

Código de Solón, que reservaba la pena de muerte en exclusiva para los asesinos.  

 

Durante la época romana, adquiere gran relevancia la instauración de la Ley de las XII 

Tablas. Estas leyes perseguían el objetivo de “igualar a patricios y plebeyos”, entendido como la 

igualdad de oportunidades ante una misma ley, al ser conocida por ambos grupos sociales.  

En el contexto romano, los delitos que conllevaban pena de muerte eran principalmente: 

1. Descuartizamiento para los deudores. 

2. Ahorcamiento para el ladrón (adulto) de campos. 

3. Cremación para el incendiario. 

4. Despeñamiento para el esclavo ladrón y para los culpables de falso testimonio. 

5. Pena capital, sin especificar la manera de ejecución, para los prevaricadores, para los 

traidores y para los difamadores.  

6. Muerte para el niño que nazca deforme. 

 

A su vez, las condenas se materializaban en diversas exhibiciones públicas adaptadas al 

estatus social de cada individuo, siendo la decapitación el más habitual para los ciudadanos 

romanos. Entre ellas, se incluían métodos como el Culleus3, la precipitación4, la crucifixión, el 

enterramiento-emparedamiento vivo, la decapitación; o la exposición a las fieras. Estas prácticas 

respondían a complejas razones antropológicas, religiosas o sociológicas, rituales de renovación 

del orden social, político e incluso religioso, del dominio absoluto del poder humano sobre el 

orden natural. Además, con el propósito de servir de ejemplo y formar parte de un ritual destinado 

a la exclusión social del individuo. 

 

Serán acontecimientos posteriores los que definirán el curso de la pena de muerte, como la 

ejecución de Sócrates en el 399 a. C., acusado de impiedad5 o la crucifixión de Jesús de Nazaret 

por blasfemia, un castigo dirigido a mantener el orden público. Del mismo modo, en el año 65 a. 

C., el suicidio de Séneca, acusado de participar en la conjura de Pisón6 contra del emperador 

Nerón, refleja las consecuencias de desafiar la orden imperial, eludiendo así su ejecución y 

tomando la decisión de acabar con su propia vida.  

 

Con la llegada del Nuevo Testamento, la pena de muerte se vuelve un enigma sujeto a 

interpretación al no existir una confirmación definitiva de que se aceptara explícitamente el 

 

3 Donde el acusado era colocado dentro de una bolsa de cuero junto con animales y arrojado al río. 

4 Lanzamiento desde un precipicio. 

5 No reconocer a los dioses en que cree la ciudad. 

6 Se trató de una conspiración de diversos senadores y caballeros con el fin de acabar con la vida 
de Nerón y reemplazarle por un nuevo emperador. 



L A  P E N A  D E  M U E R T E  E N  P E R S O N A S  C O N  D I S C A P A C I D A D  

M E N T A L   P á g i n a  8 | 53 

 

sostenimiento de la pena capital, a pesar de las prescripciones mosaicas y algunas referencias en 

los escritos de Pablo. Si bien es cierto que, desde la perspectiva del evangelio, matar al delincuente 

resulta superfluo, inútil e indigno. 

 

Entrada la Edad Media y hasta finales del siglo XVIII, el sistema penal en Europa buscaba 

la venganza pública y el terror. Como resultado, se practicaron prácticas brutales en varios países: 

así, en Alemania, se aplicaba el estacazo a los condenados por parricidio o mujeres culpables de 

infanticidio. Tanto en Inglaterra como en Italia, los sentenciados eran arrastrados hasta la muerte 

entre zarzas y malezas, se les extraían las entrañas y luego se les arrojaba al fuego para dividirlos 

en cuartos. Mientras tanto, en España, era común atar a los acusados a la cola de un caballo salvaje 

para ser desmembrados y se les inyectaba líquidos inflamados.  

 

En el Imperio Bizantino, el sistema de justicia contemplaba la pena de muerte como parte 

integral del Código de Justiniano. Este código reconocía la pena capital para una amplia gama de 

delitos, especialmente para los esclavos y las penas sociales más bajas. Igualmente, se abolieron 

ciertas prácticas, como el Culleum o la esclavización, y se introdujeron considerables sanciones 

relacionadas con asuntos religiosos, sacrilegio, proselitismo religioso o herejía, entre otros.  

Incluso otras importantes culturas practicantes de esta tradición son los pueblos 

precolombinos de América. 

 

Un acontecimiento trascendental que supuso la acrecencia de la pena de muerte como 

método punitivo en la historia ocurrió con el establecimiento de la Inquisición. Emergió como un 

instrumento destinado a salvaguardar la fe y la estabilidad de la sociedad amanzanada por la 

influencia de los herejes. Además, la Iglesia Católica, defensora de la pena de muerte, encontraba 

un apoyo en esta institución como medio de ejecución masiva de aquellos que no profesaran la 

religión católica.  

 

A partir de mitades del siglo XVI, impulsados por la percepción de que España no había 

cumplido adecuadamente su papel como evangelizadora y ante el creciente malestar social en las 

colonias hispanoamericanas, se decidió instaurar el Santo Oficio7 en las capitales de los 

virreinatos en las Indias (Lima y México). 

 

En esta línea, debido a los procesos de colonización, los británicos fueron los encargados 

de introducir la pena de muerte en Estados Unidos a través de sus colonias americanas. En 1608 

se produjo la primera ejecución, muerto por un pelotón de fusilamiento al ser acusado por espiar 

para el gobierno español.  

 

En 1612, el gobernador Thomas Dale promulgó el primer conjunto de leyes de Virginia, 

conocidas como las leyes Marciales (o “Articles, Lawes, and Orders Divine, Politique, and 

Martiall”). Estas leyes se caracterizaron por su rigor y establecieron la pena de muerte para delitos 

graves como el asesinato, la sodomía, el robo, la blasfemia o el perjurio, así como para 

infracciones menores como el comercio no autorizado con los indios, el robo de uvas o la matanza 

 

7 Esto es, una extensión del tribunal eclesiástico de la Inquisición Española en el Nuevo Mundo. 
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de pollos. Aunque las penas diferían entre las diversas colonias, había discrepancia en cuanto a la 

aceptación de estas medidas.  

 

Con el transcurso del tiempo, las colonias fueron gradualmente aboliendo la pena de muerte, 

influenciadas por el creciente movimiento abolicionistas guiado por figuras prominentes como 

Montesquieu o Voltaire. Michigan se convirtió en el primer estado en abolir la pena de muerte en 

1846, excepto en casos de traición.  

 

En el siglo XIX, Estados Unidos alcanzó el punto culminante de las ejecuciones, a pesar de 

los esfuerzos por reducir drásticamente esta práctica. Con un promedio de 167 ejecuciones 

anuales, este crecimiento se atribuyó en parte a las opiniones de criminólogos, quienes 

argumentaron que la pena de muerte era decisiva para mantener el orden social, especialmente 

durante la Gran Depresión y ante los efectos percibidos de su prohibición. 

 

Por otro lado, uno de los impactos más devastadores del siglo XIX fue el genocidio nazi, 

que tuvo lugar entre 1940 y 1945. En este periodo oscuro, más de 20 millones de personas, 

principalmente judíos, pero también gitanos, homosexuales, discapacitados y poblaciones polacas 

y rusas, fueron víctimas de exterminio. 

En otro aspecto, en 1945, tiene lugar la condena a muerte de la población civil de Hiroshima 

y Nagasaki por orden del presidente de Estados Unidos, Harry Truman.  

 

En ambas ocasiones, la pena capital fue empleada para erradicar cualquier forma de 

oposición política, así como elementos raciales o ideológicos que desafiaran la autoridad de un 

estado omnipotente, dispuesto a emplear la fuerza en su defensa.  

 

En años posteriores, se observará un progresivo movimiento hacia la abolición de la pena 

de muerte en diversos países alrededor del mundo. 

El 20 de diciembre de 1971, la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la 

resolución 2857, expresó su preocupación por el tema de la pena de muerte y afirmó que “el 
objetivo principal era restringir progresivamente el número de delitos en los que se incurre con 

dicha pena, sin perder de vista la convivencia de abolir esa pena en todos los países”. Esta 

declaración fue fundamental para poner fin a las dictaduras fascistas en Italia, el régimen nazi en 

Alemania y el gobierno franquista en España, marcando el camino hacia el establecimiento de la 

democracia y el abolicionismo. 

 

En 1989, continuando con la intervención internacional en este aspecto, se constituyó por 

la Asamblea General de las Naciones Unidas, en su resolución 44/129, el Segundo Protocolo del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. En su artículo 1 dispone que:  

 

“No se ejecutará a ninguna persona sometida a la jurisdicción de un Estado 

Parte en el presente Protocolo. 
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Cada uno de los Estados Partes adoptará todas las medidas necesarias para 

abolir la pena de muerte en su jurisdicción”8. 

 

Del mismo modo, en 1990, se ratificó el Protocolo a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, el cual aboga por la abolición de la pena de muerte. En su artículo 1, se 

estipula claramente que: 

 

“Los Estados partes en el presente Protocolo no aplicarán en su territorio la pena de 

muerte a ninguna persona sometida a su jurisdicción”9 

 

No obstante, en la actualidad, aún persisten naciones que la mantienen en vigor, en su 

mayoría, en países de Asia y aproximadamente la mitad de los países africanos y, en menor 

medida, en algunos estados de Oceanía, Europa y América.  

 

El incremento de casos registrados en el año 2022 se atribuye a la infracción por parte de 

los países de Oriente Medio y el norte de África de las normas del derecho internacional. 

 

2.1.2. Análisis comparativo del marco legal en diversos estados 
 

La pena de muerte representa la sanción capital más severa en el sistema jurídico, 

implicando la privación de la vida del condenado según los procedimientos legales establecidos. 

Se distingue por su carácter irrevocable y destructivo, al no ofrecer oportunidad de rehabilitación 

o reeducación, y por su rigidez al no ser susceptible de graduación o condicionamiento.  

La aplicación de la pena de muerte varía significativamente en cada jurisdicción. Por demás, 

las percepciones y juicios acerca de su legitimidad y eficacia difieren ampliamente según el 

contexto cultural, legal y moral de cada sociedad.  

 

Fundamentalmente, distintos sistemas adoptan enfoques discrepantes al aplicar esta medida 

punitiva, lo que genera una notable disparidad entre los estados. 

 

2.1.2.1. Países retencionistas 

 

Los países retencionistas10, que comprenden naciones en Oriente Medio, Asia, África y 
Norteamérica, así como otras ubicadas en regiones aisladas como Bielorrusia, continúan 

 

8 44/128. Asamblea General de las Naciones Unidas: “Segundo Protocolo Facultativo del pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena de muerte”, 1989. 

9 “Protocolo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena 
de Muerte”, 1990. 

10 Países que retienen la pena capital como sanción penal y la ejecutan en conformidad con su 
marco jurídico interno.  
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utilizando la pena de muerte, aunque la tendencia legislativa predominante es la de no imponerla 

de manera absoluta. En Oriente Medio y África, este castigo sobresale debido a la inestabilidad 

política y al hecho de que, en muchos de estos lugares, la “ley civil" coincide con la “ley 

religiosa”. 

 

En Irán, no existe un código penal formal, sino un conjunto de textos que determinan los 

procedimientos a seguir por los magistrados11. Los delitos sancionados con pena de muerte 

comprenden una amplia gama, desde asesinato y narcotráfico hasta casos de relaciones 

homosexuales o acciones consideradas como rebeldía política. Bajo el pretexto de crimen político, 

también se condena a muerte a aquellos acusados de enemistad con Alá (Moharbeh). Incluso se 

justifican ejecuciones de menores de 15 años en caso de los varones y de 9 en el caso de niñas, si 

son declarados culpables de cometer crímenes violentos o punibles con la pena capital, de la 

misma manera que un adulto. En 2012, como consecuencia de la presión de los defensores de los 

derechos humanos, se introdujeron ciertas modificaciones en el Código Penal iraní, exigiendo que 

los juicios se basen en evidencias claras en el expediente del acusado y permitiendo que la opinión 

de un médico sobre su madurez. Sin embargo, estas reformas son poco aplicables debido al control 

de los medios de comunicación, la coerción y la falta de respecto por la presunción de inocencia.   

 

Uno de los regímenes más autoritarios y represivos se encuentra en Corea de Norte. Los 

norcoreanos son testigos frecuentes de ejecuciones públicas12, empleadas por las autoridades 

políticas para infundir temor entre la población. Antes de ser ejecutadas, las personas suelen ser 

sometidas a torturas y recluidas en campos de internamiento. La pena de muerte se utiliza no solo 

por delitos de hurto o asesinato, sino, también por acciones como profesar una religión diferente 

o consumir contenido cultural extranjero no aprobado por el gobierno. Las contenciones se 

extienden a castigos extremos por delitos menores como visualizar programas extranjeros o 

expresar opiniones críticas hacia el régimen.  

 

Dentro de esta categoría, Estados Unidos mantiene la pena de muerte en su legislación 

federal y en su Código de Justicia Militar y continúa siendo parte de la legislación local en la 

mayor parte de los estados. En 2021, según el Centro de Información sobre la Pena de Muerte, 27 

de los 50 estados aún contemplan la pena de muerte, mientras que en tres de ellos se ha decretado 

una moratoria sobre las ejecuciones13.  

En 2022, las autoridades de Alabama intentaron sin éxito ejecutar a Kenneth Eugene Smith 

mediante inyección letal14. Smith fue condenado en 1989 por el asesinato de la esposa de un 

predicador, en un crimen por encargo. 

Recientemente, fue ejecutado utilizando nitrógeno puro, convirtiéndose así en la primera 

persona en ser ejecutada por hipoxia nitrogenada. Este método causa la muerte al inhalar 

 

11 Su legislación se rige por el Código de Criminalidad islámica, arraigado en la Sharia como 
fundamento legislativo, y el Majlis, un código de procedimiento penal aprobado por el Parlamento iraní. 

12 En concreto, por fusilamiento, ahorcamiento o decapitación. Además, Corea del Norte es uno de 
los cuatro países que realizan ejecuciones en público, siendo los restantes: Somalia, Irá y Arabia Saudita. 

13 California, Oregon y Pensilvania.  

14 La inyección letal figura como el método de ejecución más prevalente, según datos recopilados 
por el DPIC (Death Penalty Information Center). Este método está contemplado en los 27 estados que 
cuentan con este tipo de condena, siendo efectuado en un 88,5% de las ejecuciones llevadas a cabo en 
Estados Unidos. 
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nitrógeno sin oxígeno, lo que desencadena la descomposición celular y, en última instancia, el 

fallecimiento.  

Alabama es uno de los tres estados americanos que permiten las ejecuciones por inhalación 

de nitrógeno, considerando la hipoxia por nitrógeno como “quizás el método de ejecución más 

humano jamás inventado”.  

En todo caso, la decisión de aplicar la pena de muerte y los casos en los que se aplica quedan 

a discreción de cada estado.  

 

Los condenados son juzgados por tribunales estatales y la autoridad final recae en el 

gobernador del estado. La pena capital se reserva para delitos como traición, espionaje, genocidio 

o crímenes de guerra, y solo el presidente de Estados Unidos puede absolver la pena. Además, los 

estados tienen autonomía sobre los casos judiciales internos, sin poder interferir en la jurisdicción 
federal, así como el presidente de los Estados Unidos, el Congreso o la justicia federal no tienen 

la potestad de juzgar sobre delitos estatales. En caso de ejecución de un reo condenado por un 

delito federal, se aplica el método de ejecución del estado donde se cometió el delito. Si la pena 

de muerte está abolida en ese estado, el juez federal puede elegir un método utilizado en otros 

estados donde sí exista la pena capital. 

El método principal es la inyección letal, no obstante, algunos estados ofrecen alternativas 

si el preso lo solicita o si hay escasez de fármacos. Estas alternativas incluyen la silla eléctrica, el 

gas letal, el ahorcamiento y el fusilamiento.   

 

2.1.2.2. Países abolicionistas  

 

Seguidamente, se encuentran los países abolicionistas, predominantemente ubicados en 

Europa occidental y oriental, Oceanía, los Estados de la Antigua Unión Soviética y América 

Latina.  

Esta postura sigue un proceso gradual que se inicia con el establecimiento de una moratoria, 

durante la cual no se llevan a cabo ejecuciones por decisión del gobierno estatal. Prosigue con 

una restricción legal de los delitos castigados con pena capital hasta que la misma se suprime para 

los delitos comunes. Finalmente, se prohíbe legalmente su aplicación para cualquier delito y 

circunstancia.  

 

En España, la pena de muerte estuvo en uso continuo hasta 1932, cuando fue abolida a raíz 

de una reforma del Código Penal durante la Segunda República. Sin embargo, fue restablecida en 

octubre de 1934 para delitos de terrorismo y bandolerismo. Franco la reintegró completamente en 

el Código Penal en 1938, argumentando que su abolición no era compatible con el buen 

funcionamiento de un estado15. 

Las últimas ejecuciones tuvieron lugar el 27 de septiembre de 1975. Con la muerte del 

General Franco en noviembre de ese año, comenzó un proceso democratizador de la sociedad 

española, que culminó con la promulgación de la Constitución de 1978. 

 

15 “Por un sentimiento de notoria falsía y que no se compagina con la seriedad de un Estado fuerte 
y justiciero fue cercenada de la escala general de penas, eliminándose de ella en el código penal de la 
nefasta república, la de muerte”; Preámbulo del Decreto-Ley de 5 de julio de 1938. 
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En el artículo 15 del Texto Constitucional, en reconocimiento del derecho a la vida y a la 

integridad corporal, y en respecto a la proscripción de la tortura y de las penas o tratos inhumanos 

o degradantes, se proclama solemnemente:  

 

“Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las leyes 

penales militares para tiempos de guerra”. 

 

El Código Penal Militar contemplaba la pena de muerte como la máxima sanción para 

delitos de traición, rebelión militar, espionaje, sabotaje o crímenes de guerra.  

En 1995, tras una campaña liderada por Amnistía Internacional y la Comunidad de San 

Egidio, junto con el respaldo de diversas organizaciones sociales e iniciativas individuales, y con 

el consenso unánime de todos los partidos políticos, se abolió definitivamente la pena de muerte, 

incluso en la legislación militar.   

Es preciso indicar que la pena de muerte en España no es absoluta, puesto que la 

Constitución Española, en el citado artículo 15, dispone como excepción los casos que pudiera 

determinar el código de justicia militar en tiempos de guerra. Por lo cual, la reintroducción de la 

pena capital en ciertos delitos durante periodos de guerra no seria inconstitucional, aunque sí 

estaría en contradicción con el Segundo Protocolo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, ratificado por España.  

 

En Asia, Mongolia destacó por adoptar una moratoria en todas las condenas y ejecuciones 

en 2010 bajo la presidencia de Tsakhiagiin Elbegdorj, quien propuso que esta medida fuera 

reemplazada por 30 años de cárcel. Las últimas ejecuciones registradas datan de 2008, aunque la 

información sobre el uso de la pena de muerte se considera un secreto de Estado clasificado.  

En 2012, Mongolia ratificó formalmente el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, comprometiéndose así a abolir la pena capital. 

Posteriormente, la pena de muerte fue eliminada de sus estatutos mediante una ley en 2015, la 

cual entró en vigor el 1 de julio de 2016.  

Antes de su supresión, este castigo se empleaba para casos de actos terroristas con 

motivaciones políticas, ataques contra representantes de un Estado extranjero por razones 

políticas, sabotaje, homicidio premeditado con circunstancias agravantes y violación con 

circunstancias agravantes. Se establecía que únicamente los hombres de entre 18 y 60 años podían 

ser ejecutados en el momento del crimen, excluyendo a las mujeres de la posibilidad de recibir la 

pena de muerte. 

 

2.1.2.3. Países abolicionistas de facto 

 

En varios continentes, primordialmente en África, el Caribe, Asia, Oceanía y América, 

encontramos estados que han dado el primer paso hacia la abolición de la pena de muerte. Estos 

países, conocidos como abolicionistas de facto, han optado por no aplicarla, aunque legalmente 

podrían hacerlo. A diferencia de los Estados retencionistas, que mantienen vigente la pena de 

muerte en sus leyes y la aplican como castigo para delitos comunes, los abolicionistas de facto se 

inclinan por no llevar a cabo ejecuciones capitales. 

Para ser considerados abolicionistas de facto, los países deben abstenerse de llevar a cabo 
ejecuciones durante al menos una década. También pueden obtener esta distinción si el gobierno 

establece una moratoria oficial, aunque no se comprometa a renunciar definitivamente a la pena 
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de muerte. En estos casos, la moratoria depende de la voluntad de los líderes políticos, como el 

Presidente o el Ministro de Justicia. 

 

Corea del Sur es considerada un país que mantiene la pena de muerte en su legislación, 

aunque actualmente se encuentra bajo una moratoria de facto. La última ejecución tuvo lugar el 

30 de diciembre de 1997, cuando se suspendieron las condenas a 23 individuos. En 2018, se emitió 

una sentencia de muerte, dejando a 61 personas condenadas a esa pena. Sin embargo, en 2015 se 

propuso un proyecto de ley para abolir la pena de muerte ante el Parlamento sin obtener la 

aprobación necesaria. 

A pesar de haber ratificado el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en 1990, 

el país aún no ha ratificado el Segundo Protocolo Facultativo destinado a abolir la pena de muerte. 

 

Otro de los países reputado abolicionista de facto es Marruecos, ya que no ha llevado a cabo 

ninguna ejecución desde 1993. Lo cierto es que dictó sentencias a muerte contra al menos 10 

personas en 2018 y más de 93 permanecían condenadas a muerte. Al igual que Corea del Sur, 

Marruecos ratificó el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en 1979, aunque aún no 

ha ratificado su Segundo Protocolo Facultativo para eliminarla definitivamente.  

Además, es relevante mencionar que el Reino de Marruecos se abstuvo durante la votación 

de las seis resoluciones de las Naciones Unidas que abogaban por una moratoria en el uso de pena 

de muerte en los años 2007, 2008, 2012, 2014 y 2016. 

 

2.1.2.4. Países abolicionistas de iure 

 

Por último, están los Estados abolicionistas de iure, aquellos que legalmente han prohibido 

la aplicación de la pena de muerte, es decir, donde no existe la pena capital en sus códigos penales 

ordinarios. Se distinguen:  

Los Estados parcialmente abolicionistas, que han eliminado la pena de muerte para todos 

los delitos comunes en tiempos de paz, pero mantienen algunas excepciones que permiten su 

aplicación en circunstancias excepcionales. Por lo tanto, se reserva la posibilidad de aplicarla en 

casos como delitos militares en tiempos de guerra o contra ataques terroristas.  

 

De hecho, Chile se sitúa entre los países que han eliminado la pena de muerte únicamente 

para delitos comunes, conservándose en su derecho penal militar para hechos ocurridos en 

tiempos de guerra. Esta retención se justifica bajo el argumento de una presunta “eficacia bélica” 

para la protección de ciertos intereses legales, aunque contradice el principio fundamental de la 

pena basada en la proporcionalidad entre la sanción impuesta y el bien jurídico protegido16.   

El Código de Justicia Militar no se ajusta a la evolución del derecho internacional de los 

derechos humanos ni a los estándares propios de los estados democráticos. Las disposiciones 

contempladas en este proyecto de ley atentan al derecho a la vida, ya que las reformas legales 

efectuadas hasta la fecha no han considerado que el “estado de guerra”, según el artículo 418 de 

 

16 Cámara de diputadas y diputados, Chile: “Proyecto de ley que modifica el Código de Justicia 
Militar para eliminar la pena de muerte del ordenamiento jurídico nacional”, pág. 1. 
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este cuerpo legal, abarque solo su declaración oficial, sino que también comprende la 

movilización, sin distinguir entre guerra exterior e interna. 

 

Esto es preocupante, especialmente considerando que durante la dictadura militar se utilizó 

el concepto de “estado de guerra” para justificar actos de terrorismo de Estado17.  

En su Constitución, específicamente en el artículo 19. 1º, establece que “la pena de muerte 

sólo podrá establecerse por delito contemplado en ley aprobada con quórum calificado”. 

Además, la Ley nº 19.734, que suprimió la pena de muerte, la remplazó por la de presidio perpetuo 

calificado18 en diversos textos legales19.  

 

En ellos se incluye Guinea Ecuatorial, nación que puso fin a la pena de muerte el 17 de 

agosto de 2022, tras la promulgación de un nuevo Código Penal por el presiente Teodoro Obiang 

Nguema Mbasogo. Aunque, la pena capital permanece en el Código de Justicia Militar para 

delitos tipificados en la legislación castrense o en circunstancias excepcionales. En el año 2014, 

se llevaron a cabo las últimas ejecuciones, donde los condenados fueron sometidos al fusilamiento 

como castigo por crímenes de asesinato. Desde entonces y hasta su anulación, Guinea Ecuatorial 

adoptó una moratoria sobre las ejecuciones como parte de su proceso para convertirse en miembro 

de pleno derecho de la Comunidad de Países de Lengua Portuguesa20. 

 

2.1.2.5. Países totalmente abolicionistas 

 

Y, los Estados totalmente abolicionistas que han suprimido legalmente la pena de muerte 

de sus Códigos Penales ordinarios y militares, tanto para todos los delitos como en todas las 

circunstancias. Han alcanzado el último paso del proceso abolicionista, donde la pena capital no 

puede ser aplicada, representando la antítesis de los Estados retencionistas.  

 

En lo que respecta a Australia, la última ejecución data en 1967 y, en la actualidad, el país 

ha abolido oficialmente la pena de muerte en todo su territorio, en cumplimiento del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado en 1978.  

La pena de muerte en Australia fue instituida durante la colonización británica en 1788, si 

bien ya existía en las normas consuetudinarias de algunos grupos aborígenes. Se aplicaba a una 

variedad de delitos, entre ellos, el robo de ovejas, la falsificación, el allanamiento de morada y el 

 

17 Cámara de diputadas y diputados, Chile: “Proyecto de ley que modifica el Código de Justicia 
Militar para eliminar la pena de muerte del ordenamiento jurídico nacional”, pág. 2.  

18 Pena privativa de libertad consistente en el encierro del condenado de por vida, privándolo de 
su libertad ambulatoria y sometiéndolo a los trabajos prescritos por los reglamentos del respectivo 
establecimiento penal. Esta pena representa el máximo castigo penal en Chile.  

19 Constitución Política de la República, Chile 

20 La Comunidad de Países de Lengua Portuguesa (CPLP), establecida en 1996, comprende Angola, 
Cabo Verde, Guinea-Bissau, Mozambique, Portugal, Santo Tomé y Príncipe, Timor Oriental y Guinea 
Ecuatorial. Con sede en Portugal, la CPLP constituye un foro multilateral con autonomía financiera y 
personalidad jurídica, cuyo propósito es consolidar las relaciones políticas y diplomáticas entre sus 
miembros.  
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asesinato. Entre 1820 y 1900, más de 1500 personas fueron ahorcadas. Tras la independencia de 

Australia en 1901, los estados australianos llevaron a cabo 114 ejecuciones.  

En relación con la extradición, Australia no puede enviar a personas a países en los que el 

delito del que se las acusa sea punible con la pena de muerte.  

No obstante, pueden hacerse excepciones si el país solicitante garantiza que no impondrá o 

ejecutará esa pena.   

 

En el continente americano, países abolicionistas como México y Argentina han tomado 

medidas significativas para eliminar la pena de muerte de sus sistemas legales.  

 

En el caso de México, la abolición de la pena de muerte tuvo lugar en 2005. Si bien la 

Constitución de 1857 ya prohibía la pena de muerte para delitos políticos, fue en la Constitución 

de 1917 donde se estableció la prohibición general, aunque se mantuvo para el asesinato y otros 

delitos, incluidos los militares.  

A lo largo del siglo XIX, la mayoría de los estados mexicanos ya habían eliminado la pena 

de muerte, y posteriormente fue suprimida del Código Penal Federal y de los códigos estatales. 

Sin embargo, persistía en el Código de Justicia Militar para casos específicos.  

Finalmente, en abril de 2005, se derogó la última disposición que permitía la pena de muerte 

en el Derecho Penal mexicano. Para reforzar esta abolición, en junio del mismo año, la Cámara 

de Diputados aprobó una reforma constitucional que prohibía expresamente la pena de muerte 

para todos los delitos. Esta reforma, firmada por el Presidente Vicente Fox21, entró en vigor en 

diciembre de 2005. 

 

A pesar de intentos de restaurar la pena de muerte como respuesta al aumento de la violencia 

y los secuestros, estos esfuerzos no han tenido éxito. Además, México se comprometió 

internacionalmente a no reinstaurar la pena de muerte al firmar la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en 1981. En 2007, ratificó el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Protocolo de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos para Abolir la Pena de Muerte, reafirmando su compromiso con la abolición 

de esta práctica. 

 

2.1.3. Implicaciones en los derechos y su desarrollo hacia la abolición 
 

La práctica de la pena de muerte representa una flagrante violación del derecho fundamental 

a la vida y del derecho a no ser sometido a torturas ni a penas ni a otros tratos crueles, inhumanos 

o degradantes. 

 

En todas las sociedades políticamente organizadas, los derechos y la dignidad humanos son 

reconocidos universalmente como principios superiores e inalienables. La pena capital va en 

contra de esta premisa fundamental y se fundamenta en una concepción errónea de la justicia.  

 

21 “Este día quedará grabado como aquel en que México se unió a los países que tienen en el respeto 
a la vida uno de sus más altos derechos”. 
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Sus implicaciones van más allá de la mera violación del derecho a la vida. Incluyen una 

serie de garantías básicas que son ignoradas en su imposición, como la consideración de las 

características personales del acusado, la proporcionalidad entre la pena y el delito cometido, las 

condiciones de detención mientras se espera a la ejecución, y las demoras en los procesos de 

apelación o revisión de la pena de muerte. Un sistema judicial verdaderamente justo se 

fundamenta en las garantías otorgadas por los derechos humanos, y su fiabilidad se determina por 

la existencia de estas garantías, que se derivan del derecho a un juicio equitativo según lo 

establecido en los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos.  

 

Estas transgresiones no solo afectan al respeto y reconocimiento de la dignidad humana del 

condenado, sino que también repercuten en su integridad personal, tanto física como psicológica. 

Además, sus efectos se extienden a la familia y al círculo social más cercano del procesado.  

 

La tendencia de los diferentes sistemas de protección de los derechos humanos, así como 

de varios de sus Estados miembros, apunta hacia la abolición de la pena capital.   

A ello se une la posibilidad de que, incluso en los sistemas judiciales más sofisticados y 

dotados con las garantías más fiables, se cometa error judicial al condenar a personas inocentes a 

la pena de muerte.  

 

En este sentido, la pena capital suele servir como un indicador crítico para medir la situación 

general de los derechos humanos en los países concernientes.  

 

Actualmente, existe un creciente consenso a nivel mundial acerca de la imperiosa necesidad 

de abolir la pena de muerte en todas sus formas. Alrededor de 170 países han suprimido o 

implementado una suspensión de este castigo en su legislación o práctica, lo que refleja un avance 

significativo hacia la protección de los derechos humanos y el respeto por la dignidad de todas 

las personas. 

 

A pesar de la tendencia hacia la abolición, la pena capital subsiste aún en más de 50 estados, 

y especialmente en algunos de ellos parece fuertemente arraigada y que, excluyendo a China al 

desconocer las cifras por el Estado, el casi 80% de las ejecuciones se concentran en Arabia Saudí, 

Irán, Vietnam e Irak. 

 

2.1.3.1. Durante el siglo XIX 

 

En el siglo XIX, el movimiento hacia su erradicación fue influenciado por un razonamiento 

lógico derivado del concepto humanista del derecho a la vida, surgido de la Ilustración y de la 

herencia revolucionaria de la Independencia de los EE. UU, la Revolución Francesa y la 

Independencia Venezolana. Estos países fueron pioneros en la inclusión de constituciones escritas 

que consagraban los derechos fundamentales del hombre.  

 

Venezuela, en particular, marcó un hito significativo al convertirse en el primer país del 

mundo en abolir la pena de muerte a través del texto constitucional en 1864. 
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Un verdadero movimiento abolicionista continental tomó forma durante la fase 

constituyente posterior a la Segunda Guerra Mundial. Con la adopción de la Carta de las Naciones 

Unidas, se lograron avances significativos hacia la abolición de la pena capital. Desde 1945, se 

inició un proceso de humanización a nivel internacional, como consecuencia de la 

internacionalización de los derechos humanos. Una de las primeras manifestaciones de este 

proceso fue la aprobación de la Declaración Universal de los Derechos Humanos el 10 de 

diciembre de 1948. Aunque esta declaración no prohíbe expresamente la pena de muerte, en su 

artículo 3 establece que “todo individuo tiene derecho a la vida”.  

 

Para fortalecer estos principios, en 1951 la Asamblea General de las Naciones Unidas 

decidió articular dos convenios, que fueron adoptados el 16 de diciembre de 1966: El Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos.  

 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 consagra que, “el derecho 

a la vida es inherente a la persona humana. Este está protegido por la ley. Nadie podrá ser 
privado de la vida arbitrariamente”. Si bien no prohíbe explícitamente la pena de muerte, 

reconoce que su imposición no puede ser arbitraria. De acuerdo con este principio, la pena capital 

solo puede ser aplicada en conformidad con los principios de legalidad penal, proporcionalidad, 

trato humano y no discriminación. Debe ser dictada por el tribunal competente, independiente e 

imparcial, luego de un proceso que respete plenamente las garantías judiciales.  

 

Sin embargo, esta disposición no implica que la pena de muerte sea congruente con los 

derechos humanos, de hecho, ocurre todo lo contrario. El hecho de que no pueda ser impuesta de 

manera arbitraria no conlleva que sea justa o ética, ni que tenga mayor valía en unas personas que 

en otras personas. 

 

Los órganos de las Naciones Unidas persistirán en sus esfuerzos para lograr la abolición 

definitiva de la pena de muerte mediante la adopción de resoluciones destinadas a limitar el 

número de delitos castigados con esta pena, al tiempo que ejercen presión sobre los países para 

que la eliminen por completo. La Asamblea General no solo promueve la abolición de la pena de 

muerte en los sistemas jurídicos internos de los estados, sino también a nivel del Derecho 

Internacional. Un indicio de esto es el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, el cual prohíbe la pena de muerte en tiempos de paz.  

 

La Comisión considera que la supresión de la pena capital representa un avance moral que 

debe ser consolidado. La ven como un castigo inútil y carente de valor redentor. Además, varios 

países comenzaron a suprimirla de sus legislaciones, elevándola al rango de principio 

constitucional, y algunos instrumentos internacionales de alcance universal o regional 

consagraron su abolición o prohibieron su restablecimiento. Entre ellos se encuentran el Segundo 

Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Sexto Protocolo 

del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades 

Fundamentales, y el Protocolo de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos. En la 

actualidad, solo en estos tres instrumentos se establece la abolición de la pena de muerte a nivel 

del Derecho Internacional.  
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En Europa, el movimiento abolicionista moderno tuvo sus inicios con la publicación en 

Italia de la obra “De los delitos y penas”22, escrita por Cesare Beccaria en 1764. Posteriormente, 

se ha promovido activamente la eliminación de la pena de muerte. Un aspecto fundamental es que 

para que un país pueda formar parte del Consejo de Europea, debe comprometerse a eliminar la 

pena capital.  

 

Además, el Parlamento Europeo ha desempeñado un papel esencial en este proceso. La 

Resolución del 18 de junio de 1998 del Parlamento Europeo aboga por el establecimiento de una 

moratoria universal sobre las ejecuciones capitales. Específicamente, la Resolución del 17 de 

diciembre del mismo año insta a la abolición inmediata e incondicional de la pena de muerte en 

todo el mundo. Igualmente, exhorta al Consejo de Ministros y a los Estados miembros a respaldar 

la presentación de un proyecto de resolución común a favor de la moratoria sobre las ejecuciones 

ante la Asamblea General de las Naciones Unidas. También solicita a los Estados miembros que 

eviten la extradición de cualquier individuo acusado de delitos que podrían resultar en la 

imposición de la pena de muerte en sus países de origen. 

 

2.1.3.2. Durante el siglo XX 

 

En la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea23, adoptada en el Consejo 

Europeo de Niza en el año 2000, se reiteran los derechos consagrados por las tradiciones 

constitucionales de los Estados miembros, así como los reconocidos en Convenciones 

internacionales del año 2000 en el Consejo Europeo en Niza, reafirmando los derechos 

reconocidos por las tradiciones constitucionales de los Estados miembros como los reconocidos 

en Convenciones internacionales comunes a ello. En su artículo 2, dispone lo siguiente:  

 

“1. Toda persona tiene derecho a la vida. 

2. Nadie podrá ser condenado a la pena de muerte ni ejecutado”. 

 

En la práctica, la supresión de la pena de muerte no está contemplada en una disposición 

del Derecho Internacional General. Corresponde a cada estado decidir sobre la abolición de esta 

práctica, lo cual es responsabilidad de los gobiernos y legisladores nacionales.   

 

 

22 En él se señala la obsolescencia presente en los métodos empleados para enjuiciar y sancionar 
los delitos en los países europeos.  

23 La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea salvaguarda y fomenta los derechos 
y libertades esenciales de los individuos que conforman la Unión Europea, garantizando su protección y 
respeto en todos los ámbitos de la vida y la sociedad.  

En su preámbulo, la Carta declara: “La presente Carta reafirma, dentro del respeto de las 
competencias y misiones de la Unión, así como del principio de subsidiariedad, los derechos que emanan, 
en particular, de las tradiciones constitucionales y las obligaciones internacionales comunes a los Estados 
miembros, del Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales, las Cartas Sociales adoptadas por la Unión y por el Consejo de Europa, así como de la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”. 
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En un contexto posterior, se gesta la iniciativa de 85 países que, en diciembre de 2006, 

presentan en las Naciones Unida una declaración en la que proclaman que la abolición de la pena 

de muerte contribuye a enaltecer la dignidad humana y promover el desarrollo de los derechos 

humanos. El objetivo final es la abolición universal, buscando en un primer paso una moratoria 

global en aquellos países que aún mantienen esta práctica.  

Esta propuesta alcanza su primer éxito con la adopción de la Resolución por la moratoria 

el 18 de diciembre de 2007. 

 

En mayo de 2010, se presenta en Viena un nuevo informe del Secretario General, y en 2013, 

el último informe del Secretario General y de la Alta Comisionada de Derechos Humanos 

(A/HRC21/29). Ambos informes confirman una tendencia mundial hacia la abolición de la pena 

de muerte, con un notable incremento en el número de países que abogan por su eliminación. Esta 

tendencia se refleja no solo en las listas tradicionales de Estados abolicionistas y retencionistas, 

sino también en el descenso de la aplicación de la pena de muerte en numerosos estados que aún 

la sostienen, así como en el aumento en el número de estados que la han abandonado en 

comparación con los Estados retencionistas.   

 

Si bien, inicialmente no ha sido considerada en el Derecho Internacional como un trato 

cruel o inhumano. En diversos instrumentos como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, el Convenio Europeo de Derechos Humanos y la Convención Interamericana de 

Derechos Humanos, no impiden expresamente la pena capital en aquellos estados que no hayan 

ratificado los Protocolos adicionales pertinentes (Protocolo II del PIDCP y los Protocolos 6 y 13 

de la CEDH), aunque si han suscrito el pacto de derechos civiles y políticos, por lo que deben 

cumplir su artículo 7:  

 

“Nadie será sometido a torturas un a penas o tratos crueles, inhumanos o 

degradantes”, 

 

Así como el apartado nueve de las salvaguardias del año 1984 que:  

 

“cuando se aplique la pena capital, su ejecución se hará de forma que 

cause el menor sufrimiento posible”. 

 

Estos cambios en el Derecho Internacional representan avances significativos en la lucha 

contra la pena de muerte. No solo se están reconsiderando los métodos de ejecución24 sino también 

las condiciones de reclusión de los condenados a muerte, reconociendo el impacto psicológico y 

físico del llamado síndrome del corredor de la muerte25.  

 

A pesar de los esfuerzos respaldados por organizaciones como Amnistía Internacional, que 

señalan una evolución constante hacia la abolición de la pena de muerte a nivel mundial, el año 

 

24 Lapidación, cámara de gas. 

25 La prolongada espera en el corredor, la constante angustia de estar condenados y bajo la 
amenaza inminente de ejecución, o el secreto que rodea en algunos países al uso de la pena capital, 
impacta profundamente a los condenados y a sus familias.  
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2022 mostró un preocupante aumento en las ejecuciones y condenas a muerte en algunos países 

que tradicionalmente recurren a esta práctica. A la fecha, 112 países habían abolido la pena de 

muerte para todos los delitos, y otros 9 países la habían eliminado para los delitos comunes. Este 

progreso es especialmente destacable en comparación con el año 1977, cuando solo 16 países 

habían abolido la pena de muerte en sus legislaciones al inicio de la campaña contra esta práctica.  

Según el informe de Amnistía Internacional, al menos 883 personas fueron ejecutadas en 

20 países, lo que representa un incremento del 53% con respecto al total registrado en 2021. 

Ciertamente, hay que destacar que, si bien el número total de condenas a muerte disminuyó 

ligeramente, se empleó este castigo en varios países implicando la violación del derecho y de las 

normas internacionales. Así, en Estados Unidos, Irán, Japón y Maldivas se condenó a muerte a 

personas con discapacidad mental o intelectual. 

 

2.2. Discapacidad mental 
 

2.2.1. Definición y concepto de discapacidad mental 
 

La Organización Mundial de la Salud (OMS) identifica la deficiencia mental como un 

trastorno definido por la presencia de un desarrollo mental incompleto o detenido, con un impacto 

significativo en diversas áreas del funcionamiento humano. Esta alteración se caracteriza por el 

deterioro de las funciones cognitivas, del lenguaje, motrices y de socialización, lo que afecta en 

conjunto a la capacidad intelectual y el desenvolvimiento en la vida cotidiana.   

 

En cambio, la Asociación Americana sobre Retardo Mental (AARM), redefine este 

concepto al afirmar que “la discapacidad mental es una condición resultante de la interacción 

entre factores personales, ambientales, los niveles de apoyo y las expectativas puestas en la 

persona”.  

 

Incluso, las principales organizaciones españolas están abogando por el uso exclusivo del 

término “discapacidad intelectual” por parte de las entidades públicas y privadas. Asimismo, están 

instando a la Asociación Americana sobre Retraso Mental (AARM) a que modifique su 

denominación con el objetivo de eliminar por completo el término “retraso mental”.  

 

La definición oficial de discapacidad intelectual, conocida precedentemente como “retraso 

mental”, es proporcionada por la Asociación Internacional para el Estudio Científico de las 

Discapacidades Intelectuales (AAIDD). Según esta asociación, “La Discapacidad Intelectual se 

caracteriza por limitaciones significativas en el funcionamiento intelectual y en la conducta 
adaptativa, expresada en las habilidades adaptativas conceptuales, sociales y prácticas. La 

discapacidad se origina antes de los 18 años”. 

 

Históricamente, se han utilizado cuatro enfoques generales para definir y clasificar la 

discapacidad intelectual; El enfoque social, basado en la incapacidad de las personas para 

adaptarse socialmente a su entorno, enfocándose en la noción de conducta social y el “prototipo 

de conducta natural”.  Por otra parte, el enfoque clínico surgió con el modelo médico, 

concentrándose en los síntomas y el síndrome clínico de la persona, lo que condujo a un modelo 

más médico que incluía aspectos como la organicidad, la heredabilidad, y la patología, e impulsó 

la segregación. 
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El enfoque intelectual, por su parte, se desarrolló con la concepción de la inteligencia como 

un constructo factible, lo que llevó a un énfasis en el desempeño intelectual medido por pruebas 

de inteligencia y plasmado en una puntuación de CI26. Este enfoque también introdujo normas 

basadas en el CI para definir y clasificar a los sujetos dentro del grupo. 

 

Finalmente, el enfoque del criterio dual, formalizado por primera vez en el Manual de la 

Asociación Americana de la Deficiencia Mental (AAMD) en 1959, combinó el funcionamiento 

intelectual y la conducta adaptativa para definir la categoría. Según este enfoque, el retraso mental 

se define como un funcionamiento intelectual general por debajo de la media, que se origina 

durante el periodo de desarrollo y se asocia con limitaciones en la maduración, el aprendizaje y 

el ajuste social. Además, se ha incorporado la edad de indicio como un elemento adicional. 

 

A pesar de las modificaciones en el término a lo largo del tiempo, tres elementos esenciales 

de la discapacidad intelectual/retraso mental se han mantenido en los últimos más de 50 años: 

limitaciones en el funcionamiento intelectual, limitaciones conductuales en la adaptación a las 

demandas ambientales y edad temprana de inicio, los cuales no han experimentado cambios 

significativos. 

 

Por otro lado, el Consejo Nacional de Investigación (National Research Council) revela 

que la primera definición formal de la AAMR/AAIDD de este fenómeno data en 1910. Esta 

definición describe a estas personas como débiles mentales con desarrollo detenido a una edad 

temprana o que se manifiesta como una incapacidad para hacer frente a las demandas cotidianas 

o mantener el ritmo de sus pares. De manera similar, la Ley de Educación para Individuos con 

Discapacidades de 2004, define el retraso mental como un funcionamiento intelectual general 

significativamente inferior a la media, acompañado de déficits en la conducta adaptativa y que se 

manifiesta durante el periodo de desarrollo, afectando negativamente al rendimiento educativo de 

un niño.  

 

La presencia de la discapacidad tiene raíces que se remontan al Código de Hammurabi, 

promulgado en el siglo XVII a.C. Este antiguo código establecía en su ley 2 que “Si uno embrujó 

a otro y no puede justificarse, el embrujado irá al río, se arrojará; si el río lo ahoga, el que lo ha 
embrujado heredará su casa; si el río lo absuelve y lo devuelve salvo, el brujo es pasible de 

muerte y el embrujado tomará su casa”.  

 

En la época romana, se comenzaron a regular los efectos civiles de las personas con 

discapacidades mentales o cognitivas mediante la curatela27. En aquel entonces, los 

discapacitados mentales eran denominados furiosis, mientras que aquellos con limitaciones en 

sus facultades intelectuales eran llamados mente captus. La curatela se instituye para los furiosis, 

 

26 Cociente Intelectual. 

27 Institución responsable de gestionar los bienes de una persona menor de edad legalmente capaz, 
o de alguien que carece de la capacidad para ejercer sus derechos por sí mismo”.  
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los pródigos28 y posteriormente a los mente capiti29y los sordomudos, como se especificaba en la 

tabla V del Código Decenviral.  

 

Durante la Edad Media, se adoptó una perspectiva diferente, en la que los trastornos 

mentales se asociaban a lo diabólico y a la propagación de epidemias o plagas, una creencia 

respaldaba por la Inquisición.  

 

En el siglo XVI, Sir Fitzherbert30 definió a las personas con discapacidad con el concepto 

de “idiota”, basándose en su capacidad para contar o nombrar veinte peniques, o para identificar 

a sus padres o su edad. 

En el siglo siguiente, se comenzó a considerar por primera vez las actividades cotidianas 

de las personas con discapacidad mental para evaluar su nivel de retraso. Fue en este periodo 

cuando surgió el término “imbecilidad mental”, acuñado por el médico Félix Platter, marcando 

un cambio en la percepción de la discapacidad intelectual, que antes se vinculaba como una forma 

más de locura.  

 

Fue Locke quien distinguió entre retraso mental y otras enfermedades mentales, en tanto 

que estudiosos como Willis, instituyeron diferentes niveles de retraso. Sin embargo, no sería hasta 

el siglo XIX cuando se lograra una clara diferenciación entre la discapacidad intelectual y otras 

alteraciones mentales. En 1793, el médico Philippe Pinel contribuyó a esta distinción al liberar a 

los pacientes con discapacidad mental de sus cadenas en los hospitales de La Bicêtre y de la 

Salpêtrière. Además, permitió que estos sujetos fueran reclasificados como enfermos, lo que 

marcó un cambio significativo en su percepción y tratamiento. 

 

El Código de Napoleón, en su título XI sobre La mayoría de edad y de los mayores que 

están protegidos por la Ley, aborda la cuestión de los discapacitados mentales. En su artículo 489 

declara que “el mayor de edad que esté en un estado habitual de imbecilidad, de demencia o de 

furor debe ser sujeto a interdicción, aun cuando ese estado presente intervalos lúcidos”. En 

Francia y otros países europeos, se describe la reclusión de los “alineados” y se refiere a la 

enajenación o locura como una condición que “produce la incapacidad completa o casi completa 

del enajenado, incapacidad comparable algunas veces a la del menor ordinario”.  

 

Por otro lado, en el sistema civil español, valoraban como incapacidades la locura y la 

sordomudez, la prodigalidad y la interdicción civil. Asimismo, se empleaban indistintamente los 

términos de demente, enajenado, alienado o loco.  

 

En el contexto actual de la discapacidad, se comprende comúnmente la “deficiencia” como 

la alteración o pérdida de una función corporal normal, la “discapacidad” como la limitación o 

restricción en la realización de actividades debido a dicha deficiencia y la “minusvalía” como la 

 

28 Sujetos que malgastan y dilapidan los bienes.  

29 Individuos con alteración mental sin privación total de la razón.  

30 Fue un eminente juez, erudito y escritor legal inglés, destacado principalmente por su obra sobre 
el derecho ingles, titulada “New Natura Brevium”.  
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desventaja competitiva resultante a causa de la discapacidad. Es importante indicar que las 

discapacidades pueden tener su origen en deficiencias físicas, mentales, intelectuales o 

sensoriales, según lo establecido en la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad y por Naciones Unidas en 1993. 

 

2.2.2. Impacto de la discapacidad mental en la determinación de culpabilidad y 

responsabilidad legal 
 

Las personas con discapacidad mental enfrentan desafíos específicos al enfrentarse al 

sistema legal penal. Se entiende que aquellos con discapacidad intelectual se encuentran dentro 

del espectro más amplio de trastornos del neurodesarrollo, caracterizado por una variada gama de 

alteraciones o retrasos en el desarrollo de funciones relacionadas con la maduración del Sistema 

Nervioso Central. Estas condiciones pueden llevar a una marcada disminución de las capacidades 

intelectuales y volitivas, así como a limitaciones en la personalidad, comportamiento y adaptación 

social. Estos factores, a su vez, pueden influir significativamente en su capacidad legal cuando 

están involucrados en acciones delictivas.  

 

Con motivo de la razón mencionada, el reto que plantean los procedimientos con estos 

sujetos reside en determinar si es apropiado exigirles responsabilidad o atribuirles culpabilidad 

por los hechos delictivos en cuestión. Según la teoría de la Ciencia del Derecho Penal, la simple 

consumación de un acto injusto tipificado por la ley penal no es idóneo para exigir responsabilidad 

legal; es imprescindible la confirmación de la culpabilidad del autor (nullum crimen sine culpa).  

 

Por lo tanto, para que la responsabilidad sea imputable, esto es, que exista culpabilidad, se 

requiere un cierto desarrollo o madurez de la personalidad, así como ciertas condiciones 

biopsíquicas que viabilicen al autor comprender la lesividad material de su conducta y su carácter 

ilícito, y dirigir su voluntad en consecuencia. Por ende, la imputabilidad se define como la 

ausencia de impedimento de carácter psíquico para la comprensión de la antijuridicidad y para la 

adecuación de la conducta conforme a esa comprensión, de ahí que, si el sujeto carece de estas 

facultades psíquicas mínimas, se considera que no es capaz de hacer uso de la libertad y, por lo 

tanto, no puede ser responsable por inimputable de sus actos.  

 

Igualmente, la imputabilidad implica la capacidad para delinquir y cualquier trastorno o 

alteración psíquica que afecte profundamente la inteligencia y/o la voluntad puede ser motivo de 

inimputabilidad. En este sentido, se considera inimputable a aquel individuo que no es legalmente 

responsable de un delito cometido, al no comprender las consecuencias de sus acciones. Así lo 

estipula el Código Penal Español de 1995 en los artículos 20.1 y 21.1, al mencionar como causa 

de inimputabilidad las “anomalías o alteraciones psíquicas”.  

 

Junto a estos requerimientos, para declarar la exención de responsabilidad penal del sujeto, 

es necesario que la anomalía o alteración psíquica esté presente en el momento de cometer el 

delito y que haya una relación causal entre esta condición y el hecho cometido. Esta incapacidad 

mental no necesita estar presente durante la evaluación forense o juicio penal. Lo importante es 

que se demuestre que la persona actuó bajo este estado en el momento del delito. La capacidad 

psíquica de culpabilidad debe evaluarse para cada delito. Hay patologías que afectan a la 

capacidad para cualquier delito, mientras que otras, como la debilidad mental, pueden limitar la 

capacidad solo para ciertos delitos que requieren una comprensión abstracta más desarrollada, 
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como los delitos contra la economía pública. Aunque, la misma persona podría entender la 

antijuridicidad de otros delitos, como el parricidio, dependiendo de las circunstancias especificas.  

 

En la misma línea, Urruela Mora argumenta que la evaluación de la imputabilidad en 

individuos con retraso mental requiere, típicamente, un segundo paso, común a todos los procesos 

de determinación de la capacidad de culpabilidad. Este paso implica relacionar el delito cometido 

con el grado de retraso mental experimentado, lo cual es especialmente relevante en casos de 

trastorno mental que afectan principalmente la capacidad intelectual. Por lo tanto, es probable que 

una persona con retraso mental leve, moderado o incluso grave, siempre y cuando haya sido 

socializada e instruida adecuadamente, sea capaz de entender el valor de la mayoría de los bienes 

jurídicos protegidos por la ley penal y la ilegalidad de cualquier acción destinada a privar a otros 

de ellos. Si bien, es probable que sea totalmente incapaz de discernir la inapropiación de cometer 

un delito contra el honor, por mencionar un ejemplo.  

 

En ocasiones, el individuo puede no estar completamente incapacitado para comprender la 

ilicitud el hecho o para actuar conforme a esa comprensión, pero puede experimentar dificultades 

en diferentes grados o con intensidades variables. En estos casos, los Tribunales tienen la opción 

de aplicar la eximente completa (art.20.1 del Código Penal), la eximente incompleta (art.21.1 del 

Código Penal en relación con el art.20.1 del Código Penal) o, la atenuante analógica (art.21.6 del 

Código Penal, en relación con el art.20.1 y 21.1 del Código Penal). Si el individuo es considerado 

inimputable, se aplicará la exención completa. Si la facultad intelectiva o volitiva está 

notablemente disminuida para comprender la ilicitud o actuar de acuerdo con esa compresión, se 

aplicará una eximente incompleta. Y si no se cumplen los requisitos para aplicar las causas 

anteriores, esto es, completa e incompleta, se aplicará una atenuante analógica de eximente 

incompleta.  

 

Sin embargo, incluso cuando el acto antijurídico sea perpetrado por una persona 

considerada inimputable, ello implica que la única respuesta penal factible sea la imposición de 

una medida de seguridad. El articulo 95 del Código Penal establece que estas medidas se aplicarán 

cuando el sujeto haya llevado a cabo una acción tipificada como delito, y cuando tanto el acto en 

sí como las circunstancias personales del individuo sugieran un pronóstico sobre su 

comportamiento futuro que indique la probabilidad de cometer nuevos delitos.  

Mientras que la pena tiene su fundamento en la culpabilidad y mira hacia el pasado, 

sirviendo para retribuir el daño causado, la medida de seguridad se centra en la peligrosidad y 

proyecta una visión hacia el futuro. Estas medidas están diseñadas para los estados peligrosos de 

inimputabilidad (arts.101 a 103 del Código Penal) y semiimputabilidad (art.104 del Código 

Penal), es decir, para individuos declarados no culpables debido a su falta de comprensión del 

acto ilícito, pero que son considerados peligrosos por su potencial de reincidencia, así como para 

aquellos que actúan con una culpabilidad disminuida, y, además, son estimados como peligrosos.  

 

En el ámbito penal, el juez podría determinar la imposición de una medida de seguridad en 

determinadas circunstancias. Según lo dispuesto en el artículo 101 del Código Penal, se contempla 

la posibilidad de aplicar la medida de internamiento para tratamiento médico o educación especial 

en un establecimiento adecuado a la naturaleza de la alteración que padezca el individuo, a 

condición de que se haya declarado la exención de responsabilidad penal. Este internamiento no 

podrá exceder el tiempo que habría durado la pena privativa de libertad en el caso de que el sujeto 

hubiera sido considerado responsable, y a tal efecto, el juez o tribunal incluirá dicho límite 

máximo en la sentencia. Aquel que se encuentre sujeto a esta medida no podrá abandonar el 
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establecimiento sin la autorización pertinente del juez o tribunal sentenciador, conforme a lo 

estipulado en el artículo 97 de este Código.  

En los casos de exención de responsabilidad criminal debido a una anomalía o alteración 

psíquica, el artículo 101 del Código Penal ofrece dos opciones: la imposición de una medida 

privativa de libertad, como el internamiento en un establecimiento médico para enfermedades 

mentales o en un centro de educación especial para discapacidades psíquicas, o la imposición de 

una medida de seguridad que no conlleve privación de libertad.  

Para determinar la imposición de un internamiento en un establecimiento médico o 

educativo especial, además de la presencia de una condición mental que exima completamente de 

responsabilidad penal, es necesario que dicha medida sea considerada necesaria según lo 

declarado en el artículo 95 del Código Penal. Si la pena que podría haberse impuesto por el delito 

no incluía privación de libertad, el juez o el tribunal solo podrá erigir alguna de las medidas de 

seguridad no privativas de libertad contempladas en el artículo 96.3 del Código Penal.  

 

En cuanto a los fines y función de la medida a adoptar, establece la STS de 2 de febrero de 

2011 que, “Ha de ponderarse de una parte, la protección del propio acusado, quien mediante el 

correspondiente tratamiento médico-terapéutico puede controlar los impulsos de su enfermedad 
mental y acabar haciendo una vida normalizada, objetivo de rehabilitación social que acabará 

repercutiendo también en beneficio de la comunidad y se protege también con la medida a la 
sociedad, salvaguardándola de los riesgos que genera una persona que ya tiene acreditada una 

peligrosidad objetivizada en el hecho enjuiciado, evitando la reiteración de tales actos en el 

futuro”.  

 

En el análisis de la imputabilidad se siguen criterios biológicos-psicológicos y psiquiátricos, 

por cuanto se trata de establecer estados psicopatológicos o anormalidades psíquicas graves 

(enfermedad mental) de carácter orgánico o de base biológica. También, se determina la 

existencia de trastornos, cuya causa no es orgánica o cuya base no es biológica o corporal, 

denominados trastornos de la conciencia.  

 

Sin afán de establecer una lista taxativa -sería impropio-, podría decirse, grosso modo, que 

en la praxis judicial se han aceptado como trastornos que pueden ocasionar una falta de 

imputabilidad, enfermedades mentales como la esquizofrenia, la psicosis maniaco-depresiva y la 

demencia. Por su parte, se ha conceptualizado el desarrollo mental insuficiente (oligofrenias, 

estados de retraso mental, subnormalidad o deficiencia mental). Dentro de la grave perturbación 

de la conciencia se suelen ubicar los afectos o estados emocionales, así como las intoxicaciones 

por consumo de alcohol, drogas, estupefacientes, sustancias enervantes u otras semejantes, 

siempre atendiendo a la afectación en la capacidad intelectiva y volitiva del individuo. 

 

2.2.2.1. Perspectivas jurídicas sobre la discapacidad en el ámbito del Derecho. 

 

El tratamiento dispensado a la discapacidad por nuestra legislación ha sido hasta hace unos 

años, generalista y discriminatorio. A los términos “personas con discapacidad” se hará referencia 

tras la Convención. Durante años, se ha venido aludiendo al incapaz natural como aquella persona 

que, padeciendo una enfermedad física o psíquica, de carácter permanente, no había sido 

incapacitado por sentencia judicial; y al incapacitado como al sujeto sobre el que ya había recaído 

sentencia judicial que lo privaría total o parcialmente de su capacidad de obrar. La discapacidad 

como tal es un término de acuñación relativamente reciente.  
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Hasta hace un tiempo también se hablaba de “minusválido” para referirse a la persona que 

padecía una deficiencia permanente en su capacidad física, psíquica o sensorial, lo que afectaba 

negativamente a su capacidad para integrarse plenamente en cualquier ámbito de la vida. Así 

quedó definido en el art.7 de la Ley 13/82 de 7 de abril, de Integración social de los minusválidos 

(LISMI). Por su parte, el Real Decreto 1971/1999, de 23 de diciembre, de procedimiento, 

declaración y calificación del grado de minusvalía, reguló el reconocimiento de grado de 

minusvalía, el establecimiento de los baremos aplicables, la determinación de los órganos 

competentes para realizar dicho reconocimiento (IMSERSO y órganos de las CCAA con 

competencias transferidas) y el procedimiento a seguir, con la finalidad de que la valoración y la 

calificación del grado fuesen uniformes en todo el Estado. Dicha ley quedará al tiempo obsoleta 

ya que los principios que inspiraron aquella habían sido superados por una realidad distinta a la 

reconocida hasta entonces. Como respuesta a este progreso, se constituyó la Ley 51/2003, de 2 de 

diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal y 

transversalidad en las políticas de discapacidad.  

 

Por otra parte, fue la Ley 13/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía 

Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, la que ha intentado dar cobertura 

económica a las personas dependientes, incluyendo en el ámbito subjetivo de la ley, no sólo a los 

mayores de 65 años, sino a los discapacitados en general, con especial atención a las personas con 

discapacidad intelectual. 

 

Entre medias, una de las modificaciones más relevantes efectuadas fue la desarrollada por 

la Ley 13/1983, de 24 de octubre, de reforma del Código civil en materia de tutela, con la que se 

trató de modular la rigidez de un régimen establecido para incapaces por nuestro Código Civil de 

1889. De hecho, en el texto original se consideraba como único régimen de guarda un sistema de 

tutela severa que se aplicaba tanto a los locos profundos, como a quienes sufrían solamente una 

debilidad o retraso mental leve. La modificación trató de adaptar el sistema a los nuevos 

parámetros establecidos en la Constitución de 1978. En ella se consagraba el reconocimiento de 

la dignidad, el libre desarrollo de la personalidad, y el respeto a los derechos inherentes inviolables 

a toda persona, como el fundamento del orden político y de la paz social. En esencia, se fijaron 

criterios que permitieron la protección de las personas vulnerables.  

 

En otro orden de ideas, desde una perspectiva social, cabe mencionar el Decreto Legislativo 

1/2013, de 29 de noviembre, que aprueba el Texto Refundido de la Ley General de Derechos de 

las Personas con Discapacidad y su Inclusión Social. En él se recogen diversos compromisos, 

siendo el primero de ellos el derecho a la educación inclusiva, gratuita, de calidad en igualdad de 

condiciones con el resto de las personas. Otro compromiso es el derecho a la vida independiente, 

avalando la accesibilidad a diferentes entornos, procesos, bienes, productos y servicios, el 

transporte, la información, así como en los medios de comunicación social y en el empleo. 

Seguidamente, el correspondiente al derecho a la protección social, entendido como el derecho a 

unos servicios y prestaciones sociales que atiendan con garantías de suficiencia y sostenibilidad 

sus necesidades, dirigidos al desarrollo de su personalidad y su inclusión en la comunidad, 

incrementando su calidad de vida y bienestar social. Y, finalmente, se garantiza el derecho a la 

participación en los asuntos públicos, comprendiendo tanto la participación en la esfera política 

como en la vida pública. 

 

En cuanto al avance histórico-jurídico en la protección de las personas con discapacidad 

dentro de la Unión Europea, será en el Tratado de Ámsterdam, en vigor desde 1997, donde se 
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planteó por primera vez la necesidad de abordar la discriminación por discapacidad. En su artículo 

13, se facultó a la Unión Europea para adoptar medidas contra la discriminación de personas con 

discapacidad, marcando así un hito al ser la primera mención específica de la discapacidad en los 

tratados. Este artículo sentó las bases para tratar situaciones de discriminación múltiple, 

estableciendo una política y un enfoque legal común para diversas formas de discriminación.  

 

Con la entrada en vigor del Tratado de Lisboa en 2009, se instituye el carácter vinculante 

de respetar la Carta de Derechos Fundamentales, que contiene un amplio catálogo de derechos, 

resaltando especialmente la prohibición de la discriminación por razón de discapacidad. También 

conviene destacar la integración de la Convención en el acervo comunitario y al derecho positivo 

de los Estados miembros, lo que representa un avance en materia de discapacidad a nivel europeo, 

mayormente a través de futuros desarrollos jurisprudenciales. 

 

La más reciente iniciativa política y legislativa destinada a combatir la discriminación y 

promover la igualdad de trato de las personas con discapacidad, implementada por la Comisión 

Europea en 2010, es la Estrategia Europea sobre Discapacidad 2010-2020. Esta estrategia tiene 

como una de sus principales prioridades la inclusión de las personas con discapacidad en el 

mercado laboral. 

 

Asimismo, identifica los mecanismos necesarios para la implementación efectiva de la 

Convención. Además, enfoca otros aspectos fundamentales para lograr la plena integración y la 

igualdad de trato de las personas con discapacidad. 

 

 

III. PENA DE MUERTE EN PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD MENTAL 
 

3.1. Consideraciones jurídicas internacionales 
 

En Europa, previo a la creación del Comité sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad, los tratados internacionales que sustentan el sistema europeo de protección de los 

derechos humanos no mostraron una sensibilidad destacada hacia la situación de las personas con 

discapacidad. Aunque, el Convenio Europeo de Derechos Humanos de 1950 (CEDH) reconoce 

derechos civiles y políticos y es el principal instrumento en torno al cual se articula el sistema 

europeo de protección de los derechos humanos, no hace mención explícita de las personas con 

discapacidad. No obstante, por su propia naturaleza, protege a las personas con discapacidad y 

presenta un importante potencial en la garantía de sus derechos. Sin embargo, estos derechos no 

han sido aplicados de manera adecuada y efectiva en el ámbito de la discapacidad.  

Esta situación ha experimentado cambios significativos en los últimos años, principalmente 

debido a la adopción de la Convención de la ONU, que pone fin a la invisibilidad de las personas 

con discapacidad en el sistema universal de protección de los derechos. Esto ha tenido un impacto 

positivo en el uso y la aplicación de otros instrumentos convencionales de derechos humanos en 

el ámbito de la discapacidad, presentándose como el “mejor catalizador” para integrar esta 

cuestión en todos los mecanismos de supervisión de estos tratados tanto a nivel universal como 

regional. 
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Degener y Quinn identifican tres periodos en las políticas legislativas modernas en las leyes 

nacionales europeas. El primer período se plantea a la posprimera Guerra Mundial, con la 

introducción de legislación de servicios sociales para veteranos de guerra discapacitados. El 

segundo período se inicia en la década de 1960, extendiendo la legislación de servicios sociales a 

todas las personas con discapacidad. Por último, un tercer período, que comenzó en los años 

noventa, cuando algunos países europeos adoptaron legislación antidiscriminatoria para personas 

con discapacidad.  

 

El progreso hacia una perspectiva basada en los derechos humanos también se refleja en el 

creciente interés de las instituciones nacionales encargadas de promover y proteger los derechos 

humanos en asuntos relacionadas con la discapacidad. La importancia de esto radica en que estas 

instituciones actúan como puente entre el derecho internacional relativo a los derechos humanos 

y los debates internos sobre la legislación en favor de las personas con discapacidad y la reforma 

política.  

 

A pesar de que los tratados internacionales de derechos humanos de fuente convencional 

no mencionan explícitamente a las personas con discapacidad, sino que se refieren en términos 

generales a los seres humanos, el silencio normativo prácticamente no impide formular dos 

observaciones importantes: 

 

En primer lugar, los seis tratados de derechos humanos ofrecen amplias oportunidades para 

la protección jurídica de las personas con discapacidad. Sin embargo, según expertos en la 

materia, hasta la fecha no se ha aprovechado completamente este potencial.  

 

En segundo lugar, a pesar de este silencio normativo, los mecanismos de supervisión de 

estos tratados pueden y, en algunos casos, han empleado sus procedimientos de trabajo para 

interpretar o aclarar el alcance de los derechos reconocidos en relación con la discapacidad. Por 

esta razón, la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha instado a los órganos 

de supervisión a considerar los derechos de las personas con discapacidad en sus actividades 

relacionadas con cada uno de los seis principales Tratados en materia de derechos humanos. 

 

3.1.1. Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad 
 

Los cambios paradigmáticos introducidos por la Convención son especialmente 

innovadores en el caso de las personas que presentan una discapacidad mental o psicosocial. Por 

primera vez, un instrumento jurídico no sólo reconoce su situación, sino que también las distingue 

y diferencia de las personas con otros tipos de discapacidad, como la física, sensorial, y en 

particular, intelectual.  

 

Hasta entonces, las personas con deficiencias mentales eran catalogadas de manera diversa: 

o bien no se las consideraba personas con discapacidad, sino más bien “enfermas mentales” o 

bien se incluían de manera genérica en una categoría amplia, a veces dominada “discapacidad 

mental” y otras “discapacidad intelectual”, que agrupaba indistintamente a ambas. El 

reconocimiento por parte de la Convención de que las personas con “enfermedades mentales” son 
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ahora consideradas personas con discapacidad mental o psicosocial se cuenta entre los logros más 

destacados de este instrumento internacional revolucionario. Este reconocimiento implica una 

obligación jurídica para los estados de implementar medidas necesarias para alcanzar el objetivo 

fundamental del tratado: garantizar que, al igual que el resto de las personas con discapacidad, 

incluidas aquellas que requieren un mayor apoyo, las personas con discapacidad mental gocen y 

ejerzan todos los derechos en igualdad de condiciones con los demás. 

 

Las personas con discapacidad mental continúan enfrentando limitaciones en su autonomía, 

rechazadas, estigmatizadas y siendo objeto de agresiones por parte de las instituciones dispuestas 

a diagnosticar su condición de manera simplista y a imponer tratamientos invasivos, como 

terapias de choque o administración de fármacos. Muchas de estas personas, si no la mayoría, son 

víctimas de encierros arbitrarios o involuntarios, ya sea en instituciones psiquiátricas o en centros 

de detención y rehabilitación social, donde sufren graves violaciones a sus derechos humanos. 

Además, estas prácticas pueden tener efectos nocivos irreversibles en su integridad y en el 

desarrollo de su personalidad 

 

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad se fundamenta en la 

preocupación profunda por esta situación y en una firme voluntad de revestirla. Desde este 

enfoque, cualquier legislación o política pública que aborde la problemática de las personas con 

discapacidad mental o psicosocial debe comenzar por reconocer, tal como lo hace la Convención, 

que el principal obstáculo para el ejercicio pleno de los derechos y la inclusión social total de 

estas personas no es la discapacidad en sí misma, sino las barreras presentes en el entorno y en 

las actitudes sociales que interactúan con ella.  

 

Entre las disposiciones fundamentales en la Convención destinadas a promover la igualdad 

sustantiva y la no discriminación de las personas con discapacidad mental, destaca el respeto 

irrestricto a la autonomía individual, que incluye la libertad de tomar decisiones propias, así como 

el reconocimiento pleno de su capacidad jurídica. 

 

En el caso de la autonomía individual, si bien puede existir limitación en la capacidad de 

ejercerla para aquellos con discapacidad intelectual, mental o múltiple, la Convención exige 

garantizar el pleno desarrollo de su autonomía potencial, por mínima que sea. Para ello, establece 

que se debe proporcionar a la persona con discapacidad todo el apoyo necesario, en el momento 

y la forma en que lo requiera, tanto para su autonomía e independencia en la toma de decisiones 

como para el ejercicio completo de sus derechos.  

 

En cuanto al reconocimiento pleno de la capacidad jurídica de las personas con 

discapacidad, al establecer la Convención en su artículo 12 que los Estados Parte “reconocerán 

que las personas con discapacidad tienen capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las 
demás en todos los aspectos de la vida”, implica que todas las personas con discapacidad 

intelectual, mental o severa deben tener la misma capacidad de ejercer sus derechos. Por ende, el 

sistema legal que asegure el ejercicio de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad 

debe reconocer y respetar su voluntad y preferencias expresadas.  

 

En este sentido, el artículo 12 establece expresamente: 
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Igual reconocimiento como persona ante la ley 

 

Los Estados Partes reafirman que las personas con discapacidad tienen derecho en 

todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica. 

Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad tienen capacidad 

jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos de la vida. 

Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso a las 
personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad 

jurídica. 

Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas al ejercicio de la 

capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para impedir los 

abusos de conformidad con el derecho internacional en materia de derechos humanos. Esas 
salvaguardias asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica 

respeten los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona, que no haya conflicto de 

intereses ni influencia indebida, que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de la 

persona, que se apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a exámenes 

periódicos por parte de una autoridad o un órgano judicial competente, independiente e 
imparcial. Las salvaguardias serán proporcionales al grado en que dichas medidas afecten a 

los derechos e intereses de las personas. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Partes tomarán todas 

las medidas que sean pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de las personas con 

discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a ser propietarias y heredar bienes, 
controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad de condiciones a 

préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y velarán por que 

las personas con discapacidad no sean privadas de sus bienes de manera arbitraria. 

 

Este artículo adquiere una relevancia singular en la Convención al disponer que las personas 

con discapacidad pueden ejercer su capacidad jurídica en igualdad de condiciones con el resto de 

la población. 

 

El dilema surge en los apartados tercero y cuarto del artículo, donde la cuestión de la 

capacidad jurídica generó intensos debates entre los estados firmantes, poniendo en riesgo incluso 

la adopción final de la Convención. La controversia se centraba en la distinción entre capacidad 

jurídica y capacidad de obrar. Mientras algunos países defendían el pleno reconocimiento y 
garantía de ambas capacidades para las personas con discapacidad, otro grupo de países abogaba 

por una referencia exclusiva a la capacidad jurídica, sin mención a la capacidad de obrar, 

prevaleciendo esta última postura. Por ello, la capacidad jurídica31 a la que se refiere la 

Convención incluye tanto el concepto de capacidad jurídica como el de capacidad de obrar en 

nuestro sistema legal.  

 

 

31 En el Derecho español, la capacidad jurídica se define como la aptitud inherente de un sujeto, a 
quien, por el mero hecho de ser persona y en reconocimiento de su dignidad, el ordenamiento jurídico le 
otorga derechos y obligaciones, tanto en el ámbito personal como patrimonial. Por otro lado, la capacidad 
de obrar se refiere a la aptitud del individuo para ejercer de manera automática los poderes y facultades 
derivados de sus derechos y, en general, para desenvolverse con independencia en la esfera jurídica. 
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En realidad, la Ley 8/2021 no rechaza esta distinción, que, aunque de carácter doctrinal, no 

era acogida en la redacción anterior del Código Civil y tampoco parece que su supresión sea 

exigida por el artículo 12 de la Convención. Sin embargo, es cierto que el Comité sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad, en sus conocidas Observaciones Generales de 19 de 

mayo de 2014, la ha rechazado, con una serie de argumentos cuestionables. 

 

En ellas se afirma que “no se ha comprendido en general que el modelo de discapacidad 
basado en los derechos humanos implica pasar del paradigma de la adopción de decisiones 

sustitutivas a otro que se base en el apoyo para tomarlas”. Además, se rechaza la distinción entre 

los conceptos de “capacidad jurídica” y “capacidad de obrar”, argumentando que restringir la 

capacidad de obrar implica limitar la capacidad jurídica, lo que resulta en una discriminación 

contra las personas con discapacidad. 

 

Asimismo, en el número 15 de las Observaciones se señala que las restricciones se basan 

en la consideración de si “la persona puede o no entender la naturaleza y las consecuencias de 

una decisión y/o si puede utilizar o sopesar la información”. Este criterio se califica como 

“incorrecto” por dos principales razones: 

1. Porque se aplica de manera discriminatoria a las personas con discapacidad, y 

2. Porque supone que es posible evaluar con precisión el funcionamiento interno de la mente 

humana, y cuando una persona no supera dicha evaluación, se le niega un derecho 

humano fundamental.  

El Catedrático de Derecho Civil, José Ramón de Verda y Beamonte, sostiene que las 

observaciones aludidas son desmesuradas debido a que, como primera cuestión, la noción de 

“capacidad de obrar” no se ha asignado exclusivamente a las personas con discapacidad, sino que 

ha tenido un alcance general, pudiendo explicar por qué ciertos contratos celebrados entre 

menores no emancipados son anulables. En consecuencia, ello no implica que sea negada la 

aptitud para ser titulares de derechos, al poder ser adquiridos por medio de sus representantes 

legales. 

 

En segundo lugar, las restricciones a la capacidad de obrar, incluidas las de las personas 

con discapacidad, siempre han tenido como fundamento su protección. Estas limitaciones se 

establecen únicamente cuando se considera estrictamente necesario, debido a circunstancias que 

impiden a la persona apreciar razonablemente los efectos de sus acciones, evitando así que sean 

víctimas de su inexperiencia, discapacidad o de la explotación de otros.  

 

Finalmente, afirmar que no es posible evaluar con exactitud el funcionamiento interno de 

la mente humana es incoherente. Hay situaciones que, debido a una enfermedad, una persona 

carece de capacidad de discernimiento y, por tanto, no puede formar libremente su voluntad. 

Parece que el Comité se refiere a ciertos casos de discapacidad, como la sensorial o enfermedades 

como el síndrome de Down, donde restringir la incapacidad de obrar resulta inapropiado o 

desproporcionado, siendo más adecuado establecer un sistema de apoyos que permita a la persona 

ejercer sus derechos según sus propias inclinaciones y preferencias, incluso con el derecho a 

equivocarse. No obstante, hay casos, cada vez es más frecuentes debido al aumento de la 

esperanza de vida, donde será necesario un sistema de medidas sustitutivas mediante un 

representante legal que actúe en nombre de la persona con discapacidad (curador con facultades 

de representación). 
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3.2. Alternativas a la pena de muerte en el proceso penal 
 

A lo largo del tiempo, se han desarrollado diversas alternativas a la pena capital con el 

propósito de eliminar la grave violación de los derechos humanos que su aplicación implica. La 

adopción de estas alternativas no solo respeta los derechos humanos, sino que también se alinea 

con los principios de justicia y dignidad que son inherentes a todas las personas, 

independientemente de su condición mental.  

 

La normativa propuesta busca priorizar una respuesta sanitaria y humana en lugar de 

punitiva, para los casos de personas con trastornos mentales o discapacidad intelectual. Su 

objetivo es limitar la intervención del sistema penal únicamente en situaciones en las que sea 

absolutamente necesaria para la seguridad pública y para evitar el empeoramiento de la condición 

de estas personas.  

 

Uno de los factores cruciales para el pronóstico de las personas con discapacidad dentro del 

sistema penal y penitenciario, así como para la asignación de medidas de custodia y reinserción, 

es el reconocimiento de su situación de discapacidad dentro del proceso penal. De la misma forma, 

las personas con discapacidad mental deben tener el derecho a recibir tratamiento y cuidado, en 

la medida de lo posible, dentro de su comunidad, tal como lo reconoce el principio 7, párrafo 1, 

de los Principios para la Protección de Personas con Enfermedad Mental y para la Mejora del 

Cuidado de la Salud Mental.  

 

Una de las alternativas contempladas a la pena de muerte es la imposición de sentencias de 

cadena perpetua. Sin embargo, dado el efecto especialmente perjudicial del encarcelamiento sobre 

las personas con discapacidad mental, estas deberían ser remitidas fuera del sistema de justicia 

penal siempre que sea posible. La regla 82, párrafo 1, de las Reglas Mínimas para el Tratamiento 

de los Reclusos establece que las personas con discapacidades mentales severas no deben ser 

mantenidas en prisión. Por lo tanto, se debe garantizar su acceso a programas de tratamiento 

mental y rehabilitación, ya sea en instalaciones especializadas en salud mental o dentro de la 

comunidad, asegurando que reciben la atención necesaria como parte de su reinserción social.  

 

No obstante, en muchos países de bajos ingresos, tales instalaciones o recursos 

comunitarios son inexistentes o inaccesibles para los delincuentes, lo que provoca que aquellos 

con enfermedades mentales terminen en la cárcel sin recibir el cuidado adecuado.   

 

Dentro de dichas alternativas, la libertad condicional supervisada es viable siempre que se 

garantice el acceso a servicios continuos de salud mental. Es fundamental reconocer que, aunque 

no se refieran específicamente a este colectivo, existen disposiciones legales y reglamentarias que 

pueden facilitar el tratamiento adecuado de los reclusos con discapacidad psicosocial en el entorno 

penitenciario. Estas disposiciones abarcan desde el principio de individualización científica, que 

exige adaptar el régimen de vida y tratamiento penitenciario a las situaciones de discapacidad, 

hasta herramientas concretas que pueden mejorar sus vínculos con el mundo exterior, la 

implementación del régimen abierto y el acceso a la libertad condicional, así como la posibilidad 

de intervención de asociaciones en el medio penitenciario. 
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No obstante, la efectiva implementación del principio de individualización científica se ve 

comprometida en situaciones de discapacidad debido a las condiciones del entorno penitenciario 

y, en muchos casos, se encuentra directamente impedida por la falta de identificación de esas 

circunstancias.  

 

Los programas de intervención de asociaciones de personas con discapacidad no se han 

establecido en todos los centros y se mantienen con una financiación insuficiente, inestable y 

fluctuante, dependiente de convocatorias anuales. En el caso de las personas con discapacidad 

psicosocial, el programa de intervención gestionado por instituciones penitenciarias (el PAIEM32) 

se desarrolla con recursos humanos limitados. 

Además, a pesar de las herramientas contempladas en el Reglamento Penitenciario y en el 

Código Penal español (cuya activación también depende de las Instituciones Penitenciarias), las 

personas con discapacidad continúan en prisión, incluso en situaciones en las que dicha 

discapacidad puede suponer un sufrimiento adicional. Esto se debe a la falta de medios para dar 

contenido a estas posibilidades; a las particulares dificultades que de este colectivo encuentra para 

cumplir los criterios establecidos para su aplicación; la primacía en muchos casos de los criterios 

de seguridad sobre los tratamentales; seguridades para acceder a los servicios y recursos de las 

redes sociosanitaria -relacionadas con su escasez, con la resistencia de los pocos dispositivos 

existentes a acoger a personas con problemas de salud mental egresadas del medio penitenciario, 

debido al doble estigma que padecen, y con la existencia de requisitos burocráticos- ; y, en algunos 

casos, a la falta de apoyo familiar. 

 

Entre las medidas reguladas sobre la libertad condicional destacan varias disposiciones del 

Reglamento Penitenciario y del Código Penal que favorecen la desviación de personas con 

discapacidad del medio penitenciario. El artículo 117 del Reglamento Penitenciario reguló la 

posibilidad de que personas clasificadas en segundo grado puedan asistir regularmente a una 

institución exterior para realizar un programa. El artículo 86.4 del Reglamento Penitenciario 

contempla la opción de que personas internas progresen a tercer grado y, por tanto, disfruten del 

régimen abierto, permitiéndoles desarrollar actividades de tratamiento y asistir al centro 

penitenciario solo para controles presenciales o mediante dispositivos telemáticos. Por 

consiguiente, los artículos 104.4 y 196 del Reglamento Penitenciario establecen que personas con 

enfermedades muy graves e incurables, por razones humanitarias y de dignidad personal, puedan 

acceder al tercer grado o a la libertad condicional. Mientras que, el artículo 165 del Reglamento 

Penitenciario regula las unidades dependientes para personas clasificadas en tercer grado.  

Incluso, el artículo 91 del Código Penal prevé la posibilidad de adelantar la libertad 

condicional para quienes hayan participado en actividades laborales, culturales u ocupacionales, 

el artículo 60 se refiere a los casos de “trastorno mental” sobrevenido.  

 

En casos de inimputabilidad, es crucial revisar, mejorar y diversificar las alternativas a la 
privación de libertad previstas en la legislación penal actual, promoviendo su aplicación en 

contextos de discapacidad psicosocial. Se deben implantar mecanismos que favorezcan su 

concesión, incorporando normativas específicas que prioricen estas opciones en lugar del 

encarcelamiento (o la pena de muerte en países que lo permiten), siempre que este último no sea 

imprescindible para prevenir la reincidencia delictiva.  

 

32 Programa de Atención Integral a los Enfermos Mentales.  
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Finalmente, dentro de las medidas de seguridad no privativas de libertad según nuestra 

legislación penal, se destacan la custodia familiar (estipulada en el artículo 96 del Código Penal) 

y, en el ámbito de la libertad vigilada (según el artículo 106 del Código Penal), la “obligación de 

participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación sexual u otros similares” 

y la “obligación de seguir tratamiento médico externo, o de someterse a un control médico 

periódico”.  

 

Tras la reforma implementada por el Real Decreto 840/2011, la Administración 

Penitenciaria ha perdido competencias sobre la aplicación de estas medidas, lo que significa que 

los órganos judiciales carecen de apoyo para seleccionar y monitorear adecuadamente dichas 

medidas.  

 

En este orden de ideas, mencionar la Regla 109 de las Reglas Mínimas de las Naciones 

Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela) del 17 de diciembre de 

2015 elaborado por la Organización de las Naciones Unidas:  

 

“No deberán permanecer en prisión las personas a quienes no se considere penalmente 

responsables o a quienes se diagnostique una discapacidad o enfermedad mental grave, cuyo 
estado pudiera agravarse en prisión, y se procurará trasladar a esas personas a centros de salud 

mental lo antes posible. 

En caso necesario, otros reclusos con discapacidades o enfermedades mentales podrán ser 
observados y tratados en centros especializados bajo la supervisión de profesionales de la salud 

competentes. 

El servicio de atención sanitaria proporcionará tratamiento psiquiátrico a todos los demás 

reclusos que lo necesiten”. 

 

3.2.1. Iniciativas políticas para garantizar los derechos de las personas con 

discapacidad mental en el sistema legal penitenciario.   
 

La gestión de los operadores políticos en relación con la discapacidad y los centros 

penitenciarios ha sido durante mucho tiempo deficitaria. Parecía estar ante un problema existente. 

Ante la falsa inexistencia de un problema, se ha promovido la actuación del Defensor del Pueblo 

así como de algunos de sus homólogos autonómicos, en especial el de Andalucía. 

De notable importancia fueron los informes especiales elaborados en 1997 y 2000 para 

abordar la situación de los “enfermos mentales internados en centros penitenciarios andaluces” y 

la de los “deficientes mentales internados en centros penitenciarios andaluces”. Asimismo, 

mencionar la labor del Real Patronato sobre Discapacidad, organismo autónomo adscrito al 

Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, que en 1994 encargó la elaboración de un informe 

sobre la presencia de personas con deficiencias psíquicas en las prisiones de todo el Estado 

español.   

 

Esa perspectiva ha experimentado un cambio significativo en los últimos años, lo que ha 

resultado en un notable aumento de las iniciativas en este ámbito por parte de todos los 

operadores, especialmente desde la Secretaria General de las Instituciones Penitenciarias.  
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Cabe resaltar la aprobación, en marzo de 2002, por el pleno del Senado, de una moción 

presentada por el Grupo Parlamentario Socialista. Esta moción instaba al Gobierno a elaborar un 

estudio sobre la situación de las personas con discapacidades físicas, psíquicas y sensoriales en 

los centros penitenciarios, así como de aquellas que cumplían medidas de seguridad en 

establecimientos psiquiátricos penitenciarios.  

 

Entre los objetivos fundamentales del informe solicitado se incluían cuestiones 

cuantitativas, tal como la estimación del número de personas con discapacidad internas en los 

centros penitenciarios, clasificatorias (tipos de deficiencias), causales y valorativas como la 

determinación de las desventajas asociadas a determinadas discapacidades por causa de la propia 

reclusión.  

 

A tal efecto, es relevante la moción posterior del Pleno del Senado del año siguiente, que 

solicitaba al Gobierno a establecer un protocolo estandarizado para la identificación de casos, así 

como promover la tramitación de expedientes para certificar la discapacidad, impulsar los 

programas de rehabilitación, implementar medidas de protección para estos internos, fomentar la 

aplicación de las disposiciones del Código Penal sobre incapacidad sobrevenida -suspensión de 

la pena e internamiento en centros especializados33-, vigorizar la firma de convenios con 

Administraciones y entidades colaboradoras, así como elevar la participación de organizaciones 

no gubernamentales dedicadas a los problemas distintivos de este colectivo.  

 

En 2006 sobresalió el Programa de Intervención diseñado por la Comisión de análisis sobre 

el acometimiento de los internos con discapacidades intelectuales, físicas o sensoriales cuyo 

componente principal alude en primera instancia en la detención y en el ingreso penitenciario, 

bien en el momento de la entrevista o en las revisiones de grado o clasificatorias. 

Su propósito consistió en comprender las necesidades del interno con el fin de fomentar 

condiciones de vida que le permitan una integración social efectiva.  

Un programa que, de manera lógica, incluía entre sus recomendaciones finales la 

promoción de una estrecha coordinación entre las administraciones y asociaciones, asegurando la 

debida atención a las personas con discapacidad, respaldando la continuidad de dicha atención 

tras su liberación. Incluso, contemplando una evaluación anual del desarrollo del programa.  

 

Con posterioridad, en junio de 2007, se publicó el Estudio sobre salud mental en el medio 

penitenciario. Este estudio reveló que el confinamiento en sí mismo y las condiciones 

perturbadoras de la prisión generan nuevas patologías que afectan a la salud mental de los 
encarcelados. A causa de ello, se perseguía detectar, diagnosticar y tratar a todos los internos que 

padecían de algún tipo de trastorno mental y realizar su derivación a programas de rehabilitación, 

así como mejorar la calidad de vida de los enfermos mentales, aumentando su autonomía personal 

y la adecuación al entorno, optimizando la reincorporación y la derivación idónea a un recurso 

socio-sanitario comunitario.  

 

 

33 En atención al artículo 60 del Código Penal.  
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La actuación de la Confederación Española de Organizaciones a favor de las Personas con 

Discapacidad Intelectual ha sido sumamente destacada. Esta entidad ha llevado a cabo una labor 

eficaz en este ámbito durante muchos años, manteniendo la utilidad de un programa especifico 

iniciado en 1995. Con este programa se pretende evitar que las personas con discapacidad 

intelectual cumplan sus condenas en centros penitenciarios, promoviendo en su lugar medidas 

rehabilitadoras.  

Este esfuerzo incluye la realización de estudios e investigaciones, el establecimiento de una 

amplia red de centros y servicios, y la organización de diversas actividades destinadas a mejorar 

la situación de estas personas. También, potenciar la intervención de los servicios sociales 

externos. 

 

El recorrido hacia el reconocimiento de los derechos en las personas con discapacidad 

mental ha sido insuficiente. La falta de una legislación sólida agrava la vulnerabilidad de este 

colectivo, especialmente en los centros penitenciarios. 

 

Su causa fundamental es la falta de legislación, tanto a nivel internacional como en el 

compromiso de los propios estados. Aunque la Convención sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad de la ONU establece un marco internacional, su implementación a nivel 

nacional ha sido superficial. 

 

También, la falta de recursos económicos y de compromiso social mundial dificulta la 

creación de un sistema penitenciario equitativo. Es crucial que cada país promueva propuestas de 

financiación para programas de reinserción y apoyo. La correcta supervisión y responsabilidad 

sobre los reclusos con discapacidades mentales son esenciales para garantizar sus derechos. Es 

imperativo establecer organismos especializados que evalúen periódicamente tanto el estado de 

los reclusos con discapacidad mentales u otras, como del funcionamiento del sistema que los 

acoge.  

 

Es imprescindible que, para una mayor movilización, sean las grandes organizaciones 

internacionales, ONGs y otras entidades especializadas las que deban liderar las iniciativas 

políticas que los gobiernos nacionales ejecuten. 

 

En definitiva, la implementación de estas medidas es clave ante la paralización latente en 

el proceso de consolidar los derechos de las personas con discapacidad en el sistema penitenciario, 

contribuyendo a formar un régimen más justo, reflejando los valores de una sociedad que respeta 

y protege a todos sus miembros, con independencia de sus capacidades mentales o sus recursos 

sociales. 

 

 

IV. ANÁLISIS DE CASOS DESTACADOS DE 

CONDENA DE MUERTE EN INDIVIDUOS CON 

DISCAPACIDAD MENTAL 
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4.1. Criminalidad en sujetos con discapacidad mental 
 

Las personas con discapacidad intelectual que cometen delitos poseen un estatus judicial, 

unas características y unas necesidades que suscitan preocupación en la mayoría de los países 

desarrollados. Este grupo, aunque relevante, es pequeño y no suficientemente reconocido. La 

prevalencia de la discapacidad intelectual diagnosticada en la población general es de 

aproximadamente el 1%, y aquellos que cometen delitos penales representan una fracción de ese 

porcentaje.  

 

La cuestión de si las personas con discapacidad intelectual tienen un mayor riesgo de 

cometer delitos sigue siendo incierta según la literatura actual. Mientras que algunos expertos 

sostienen esta idea, otros la rechazan, ya que no se ha podido confirmar con certeza.  

 

En los últimos años, se han identificado varios patrones en cuanto a la tipología de los 

delitos cometidos por dichos individuos. Diversos estudios han señalado un mayor riesgo de 

conductas sexualmente inapropiadas y, en consecuencia, de delitos sexuales. Verdugo, Bermejo 

y Aguado subrayan que la sexualidad en personas con discapacidad intelectual se manifiesta de 

múltiples maneras, con una variedad comparable a la de la población general. La conducta sexual 

de estas personas varía considerablemente en función de factores como la edad, el grado de 

discapacidad, la madurez, la educación y otras circunstancias personales. Los autores también 

apuntan que, frecuentemente, el origen de las conductas sexuales inadecuadas radica en el entorno 

donde la persona con discapacidad intelectual se desenvuelve, ya sea en el centro educativo, el 

colegio o el ámbito familiar. Por ello, sugieren que estas personas requieren una educación sexual 

adecuada que les permita desarrollar sus capacidades sexuales y afectivas, así como aprender las 

habilidades necesarias para expresarlas de manera apropiada. La falta de esta educación y de 

oportunidades para aprender a relacionarse afectivamente impide un desarrollo y satisfacción 

convenientes de su sexualidad, y los hace especialmente vulnerables a sufrir o cometer abusos y 

agresiones sexuales.  

Además, es común que cometan otros tipos de delitos, especialmente aquellos contra el 

patrimonio y el desorden socioeconómico, así como homicidio y lesiones.  

 

En este contexto, los Tribunales españoles tienden a condenar a este grupo con penas de 

prisión, siendo la medida de seguridad más asiduamente aplicada el internamiento en un centro 

psiquiátrico, independientemente de que la mayoría de estos individuos presenten una 

discapacidad intelectual leve y del tipo delictivo cometido. Así, la presencia de este trastorno 

conlleva que las personas que lo padecen y cometen actos delictivos, sin considerar su nivel de 

responsabilidad e imputabilidad, sean vistas como un grupo que requiere tratamiento.  

 

Es importante destacar que las personas con discapacidad intelectual tienden a ser más 

frecuentemente víctimas que autoras de delitos. La violencia no está necesariamente vinculada a 

su discapacidad intelectual o a enfermedades mentales como la esquizofrenia, sino que puede 

estar causada por otros trastornos mentales, como los trastornos de la personalidad o el consumo 

de sustancias tóxicas. Del mismo modo, los individuos con trastornos de la personalidad presentan 

un mayor riesgo de conductas violentas cuando existe comorbilidad con otros trastornos, como la 

discapacidad intelectual o el consumo de tóxicos.  
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Para determinar el estado mental del individuo en el momento de los hechos, es esencial 

presentar pruebas adecuadas durante el juicio oral, siendo crucial la evaluación pericial realizadas 

por expertos. Estos informes deben realizarse poco después de ocurridos los hechos, ya que este 

es el mejor momento para evaluar las capacidades mentales del autor del delito como 

consecuencia de su trastorno mental. Sin embargo, esta práctica no siempre se cumple, lo que 

dificulta conocer con precisión el desajuste psicológico manifestado por el sujeto al perpetrar el 

delito. A pesar de la importancia del trabajo de los expertos, es el órgano juzgador quien tiene la 

potestad de pronunciarse sobre la imputabilidad del individuo. Además de la prueba pericial, 

también se valora la declaración del acusado, de los testigos y la prueba documental. 

 

En definitiva, el fallo dependerá del estado de las facultades mentales del sujeto en el 

momento de la comisión del delito. 

 

4.1.1. Consecuencias psicológicas de la condena a muerte 
 

La pena de muerte no solo conlleva la ejecución de la sentencia, sino que también implica 

un procedimiento prolongado que se inicia en el momento de su decreto y culmina con su 

cumplimiento. Es fundamental considerar los eventos que ocurren desde la emisión de la 

sentencia de pena capital hasta su ejecución, ya que durante este periodo el condenado 

experimenta un proceso de cambio continuo con repercusiones negativas tanto emocionales como 

psicológicas.  

 

La consecuencia inmediata que induce cambios emocionales y psicológicos en el 

delincuente es el tormento interno al que se ve sometido durante el prolongado intervalo que 

precede a la ejecución de la sentencia. Este periodo se caracteriza por diversos pensamientos, 

como la impotencia ante la lucha entre el instinto de supervivencia y la sumisión total impuesta 

por del Estado. Incluso puede experimentar esperanza cuando se solicita clemencia o indulto, así 

como una resignación ante lo inevitable.  

 

Esta situación también implica una tortura para el delincuente pudiendo, consecuentemente, 

que el recluso entre en una profunda depresión, distanciándose de sus relaciones sociales con sus 

familiares o amistades. Además, puede verse invadido por ideas obsesivas en relacionadas con el 

método y la mecánica de su ejecución. Otro de los efectos psicológicos es la pérdida del impulso 

de lucha, lo que puede llevar al condenado a solicitar el adelanto de su ejecución o, en casos 

extremos, al suicidio debido al tormento de la espera.  

 

En varias jurisprudencias nacionales, regionales e internacionales se ha reconocido que la 

pena capital constituye una forma de tortura en todas las etapas de su aplicación.  

 

Durante el juicio, la pena de muerte se considera tortura cuando se vulneran las garantías 

en un proceso justo, especialmente en sentencias basadas en confesiones obtenidas mediante 

fuerza o tortura. El derecho internacional prohíbe explícitamente la pena de muerte para ciertos 

grupos vulnerables, como niños, mujeres embarazadas o personas con una discapacidad 

intelectual o psicosocial que les impida defenderse eficazmente.  
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En el transcurso de la reclusión, los condenados a la pena capital sufren el “síndrome del 

corredor de la muerte”, otra forma de tortura causada por la angustiosa y prolongada espera, el 

aislamiento, la drástica reducción del contacto humano y las condiciones materiales del 

internamiento.  

 

Finalmente, la ejecución en sí puede calificarse de tortura, ya que ningún estado puede 

garantizar que el método empleado en la ejecución sea indoloro. Diversas instancias regionales e 

internacionales han condenado métodos de ejecución como la inyección total y la decapitación, 

considerándolos tratos crueles, inhumanos y degradantes, completamente opuestos a la 

interdicción de la tortura. 

 

4.1.2. Controversia sobre dignidad humana y equidad en la condena 
 

La dignidad es el valor intrínseco y absoluto de la persona humana, derivado de su 

capacidad racional, lo cual le confiere un carácter inviolable. Este valor inherente de la 

personalidad humana es inalienable y no puede perderse en ninguna circunstancia. Desde esta 

perspectiva, la pena capital es inadmisible según el derecho natural. En situaciones extremas, 

donde los delincuentes se muestran irreductibles e incorregibles, la sociedad puede optar 

legítimamente por la prisión perpetua. Esto se justifica porque el respeto a la vida es un imperativo 

ético, un principio religioso y una norma fundamental del derecho natural. 

 

Por lo tanto, la pena de muerte no solo implica la extinción de la vida, sino que también 

representa una agresión deliberada contra los derechos fundamentales del condenado, 

especialmente aquellas que garantizan su humanidad y dignidad. Este proceso infringe el derecho 

a no ser sometido a tratos crueles, inhumanos o degradantes. La ejecución constituye la negación 

más extrema y definitiva de la humanidad y la dignidad inherentes a la persona condenada.  

Es importante destacar que, en la actualidad, la discusión sobre la pena de muerte aborda 

uno de los tipos de control social más drásticos existentes en el ámbito socio-jurídico a nivel 

mundial. Pese a ser una institución jurídica, social y políticamente controvertida, este tipo de 

control social continúa aplicándose en varios estados. Con ello, se ha demostrado que no tiene 

ningún efecto disuasorio y que su existencia hace posible que los errores judiciales resulten 

irreversibles y letales.   

 

El Estado, en cualquier circunstancia, debe garantizar los derechos individuales, actuando 

como límite al poder punitivo. La pena debe ser el resultado de la aplicación del derecho como 

última ratio, y debe ser necesaria, razonable, eficiente y proporcionada. En contraste, la pena de 

muerte desconoce la condición de persona del sancionado y socava la credibilidad del propio 

Estado. La condena se reconoce como ejercicio legítimo de la coacción estatal únicamente cuando 

se ejerce con el máximo grado de garantías individuales y sin menoscabar la dignidad del 

delincuente34.  

 

Es por ello que la pena de muerte carece del espíritu reparador del delincuente, limitándose 

a su eliminación física. Contrario sensu, las demás penas buscan la rehabilitación y reinserción 

 

34 Juriscol, Sistema Único de Información Normativa, Sentencia C-144/97.  
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del condenado en la sociedad. Así, la pena de muerte no puede dividirse ni aplicarse 

proporcionalmente, por lo que no puede considerarse una pena justa. No es proporcional al delito, 

y, por lo tanto, no cumple con los requisitos fundamentales de la justicia de las penas. Tampoco 

es correccional y, en consecuencia, no se ajusta al fin primario de la pena, que es la corrección 

del condenado.  

 

Igualmente, nunca ha sido un factor efectivo de disuasión de la delincuencia ni una solución 

a los problemas de inseguridad pública, pues su aplicación no garantiza la impartición de justicia. 

La criminalidad no puede ser erradicada mediante la muerte. No existe ningún país que haya 

resuelto sus conflictos aplicando esta medida. Por el contrario, ha propiciado la amplificación de 

diversas patologías y condiciones estructurales de violencia. Los índices de criminalidad tienden 

a aumentar en medio de la sanción de la muerte. Es fundamental comprender que los cálculos 

racionales no forman parte de las acciones delictivas; el miedo no disuade a las personas de su 

conducta ni modifica las estructuras sociales que las han llevado a esta situación. 

 

 4.2. Caso Warren Lee Hill Jr.  
 

Warren Lee Hill, de 36 años, fue condenado a la pena capital en septiembre de 1991 en el 

condado de Lee por asesinar a golpes a su compañero de prisión, Joseph Handspike, de 34 años, 

utilizando un tablero con clavos el 17 de agosto de 1990.  

 

En ese momento, el Sr. Hill estaba cumpliendo una condena por el asesinato de su novia, a 

quién disparó once veces en 1985. La apelación estatal de Hill, que ha cuestionado la 

imparcialidad de su juicio, ha estado pendiente desde abril de 1994.  

 

Georgia fue pionera en suprimir las ejecuciones de personas con retraso mental, pero es el 

único estado que exige probar dicho retraso más allá de toda duda razonable. En 2003, la Corte 

Suprema de Georgia mantuvo este estándar en un fallo 4-3, criticado por algunos jueces por no 

alinearse con la prohibición federal. El abogado de Hill expresó su decepción, argumentando que 

Hill debería ser eximido de la ejecución debido a su retraso mental, aunque no se pudo probar con 

el alto estándar requerido por Georgia.  

 

Por esta razón, Warren Lee Hill presentó una petición estatal de hábeas corpus35 alegando 

retraso mental. El juez del Tribunal Superior del Condado de Muscogee, John D. Allen, ordenó 

un juicio con jurado para determinar el retraso mental, señalando que Hill únicamente tendría que 

probarlo por una preponderancia de la evidencia.  

 

Sin embargo, en 1988, la Corte Suprema de Georgia revocó esa decisión, determinando que 

Hill no tenía derecho a un juicio con jurado bajo esa norma porque su juicio se realizó tras la 

entrada en vigor de una ley estatal en 1988. Esta ley requería que los acusados demostraran su 

retraso mental de manera indudable. Los condenados antes de 1988 solo necesitaban cumplir con 

 

35 Acción civil presentada ante los tribunales federales, destinada a revisar las condenas penales 
dictadas por los tribunales locales cuando estos han incurrido en violación de la Constitución o de leyes 
federales.  



L A  P E N A  D E  M U E R T E  E N  P E R S O N A S  C O N  D I S C A P A C I D A D  

M E N T A L   P á g i n a  42 | 53 

 

la preponderancia de la evidencia en sus apelaciones, pero los procesados después de esa fecha 

debían cumplir con un estándar más riguroso.  

 

Conforme a la ley estatal, el retraso mental se define como “tener un funcionamiento 

intelectual general significativamente inferior a la media, lo que resulta o está asociado con 

deficiencias en el comportamiento adaptativo que se manifestó durante el periodo de desarrollo”. 

Generalmente, esta condición implica un coeficiente intelectual inferior a 70. 

 

El 16 de mayo de 2002, el juez Allen determinó que Hill no había demostrado su retraso 

metal. Aunque probó tener un funcionamiento intelectual por debajo de la media, no demostró 

deficiencias en el comportamiento adaptativo.  

 

Cuatro meses después, basándose en dos decisiones recientes de la Corte Suprema de 

Estados Unidos (Ring v. Arizona y Atkins v, Virginia), Allen ordenó un nuevo juicio con jurado 

para Hill y dictaminó que el estándar de prueba debía ser más bajo, esto es, la preponderancia de 

la evidencia.  

 

Allen concluyó el alto estándar de prueba de Georgia no garantizaba las protecciones 

adecuadas del debido proceso conforme a la prohibición federal de ejecutar a personas con retraso 

mental, considerándolo inconstitucional. No obstante, la mayoría de los jueces de Georgia 

concluyeron que Allen había interpretado incorrectamente las decisiones de la Corte Suprema de 

Estados Unidos. 

 

Finalmente, el estado de Georgia consideró a Hill apto para recibir una inyección letal, a 

pesar de que su defensa argumentó que su coeficiente intelectual era similar al de un niño. 

 

 4.3. Caso Teresa Lewis 
  

Empleando el sexo y promesas de dinero, Lewis convenció a dos hombres de asesinar a su 

esposo e hijastro para obtener 250.000 dólares del seguro de vida. Julián Lewis, de 51 años y C. 

J. Lewis, de 25 años, fueron abatidos con escopetas mientras se encontraban en sus camas. Entre 

tanto, Teresa Lewis se apropió de su billetera, dividió el dinero con los delincuentes y esperó 45 

minutos antes de pedir ayuda.  

 

Los tiradores, Matthew Shallenberger, su amante, y Rodney Fuller, fueron sentenciados a 

cadena perpetua. A pesar de la confesión y otras pruebas, Lewis y sus abogados pensaron que su 

mejor opción para evitar la pena de muerte era declararse culpable y aceptar la sentencia de un 

juez que nunca había impuesto la pena capital. Sin embargo, el juez al considerarla como cabeza 

ejecutora del delito, la condenó a muerte.  

 

Antes de acabar con la vida de la condenada, la delegación de la Unión Europea en los 

Estados Unidos, preocupada por la capacidad mental de Lewis, envió una carta al gobernador Bob 
McDonnell instándolo a conmutar su sentencia a cadena perpetua. Entre los que han pedido 
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clemencia para Lewis se encuentran Amnistía Internacional, grupos religiosos y activistas contra 

la pena de muerte, así como miles de personas que han firmado peticiones.  

 

A pesar de las negativas de clemencia por parte de McDonnell y el hecho de que ninguna 

evaluación profesional encontrara que Lewis sufriera de retraso mental según la definición médica 

o legal, sus abogados argumentaron que su bajo coeficiente intelectual, trastorno de la 

personalidad y adicción a medicamentos para el dolor la excluían como la mente maestra del 

crimen. Defensores y partidarios afirmaron que merecía la misma condena que los tiradores, ya 

que, con una capacidad intelectual similar a la de una niña de 13 años, había sido manipulada por 

un conspirador más astuto. Aunque nunca negaron su culpabilidad, consideraron injusto que 

obtuviera la pena de muerte mientras que los hombres que llevaron a cabo los disparos recibieron 

cadenas perpetuas. 

 

Convencido de la participación activa de Lewis en el crimen, McDonnell declaró 

firmemente que ella había contribuido al delito entregando dinero en efectivo para la compra de 

armas y atrayendo a su hija de 16 años, quien tuvo relaciones sexuales con uno de los cómplices, 

a la trama. Además, se señaló que Lewis había estado involucrada en un complot anterior para 

matar a Julian Lewis y había dejado la puerta abierta la noche de los tiroteos. 

 

Teresa Lewis fue ejecutada el 23 de septiembre de 2010 mediante inyección letal en el 

centro correccional de Greensville en Jarratt. Su caso destaca en medio de la controversia sobre 

la pena de muerte y la representación de género en el sistema judicial. A pesar de que las mujeres 

constituyen el 12% de los sospechosos de asesinato capital, solo el 2% de los reclusos del corredor 

de la muerte son mujeres, y desde 1973, solo el 1% de las ejecuciones en los Estados Unidos han 

involucrado a mujeres. Según un informe de Phillip Barron en “Radical Philosophy Review”, una 

revista académica, “aunque el Tribunal ha abordado la cuestión de arbitrariedad casi 
exclusivamente en el contexto de la raza, la discriminación basada en el género es quizás igual 

de común”. “Sin embargo, la discriminación de genero sigue siendo ignorada por el proceso 

judicial”. Pero incluso si las estadísticas sugieren que los prejuicios de género pueden favorecer 

en última instancia a muchas mujeres acusadas de asesinato, el género de Lewis puede haber 

contribuido a su condena, lo que arroja luz sobre las complejidades de la justicia penal y la equidad 

de género en el sistema judicial.  

 

4.4. Caso Iwao Hakamada 
 

En 1996, Iwao Hakamada, un exboxeador retirado, fue arrestado por el brutal asesinato de 

un director general de planta, su esposa y sus dos hijos en la ciudad de Shimizu, Japón. Condenado 

a muerte en 1968, Hakamada y sus seguidores insisten en su inocencia, argumentando que su 

confesión fue obtenida bajo coacción y que se plantaron pruebas incriminatorias, como un par de 

pantalones manchados de sangre que no le pertenecían. A pesar de enfrentarse a una lucha difícil 

por un nuevo juicio, su caso refleja la controversia en torno a la pena de muerte en Japón, donde 

el 81% de los encuestados en 2005 aún apoyaban su aplicación, una tasa más alta que en Estados 

Unidos, atribuida en parte a normas culturales y religiosas arraigadas.  

 

Fue sentenciado a muerte por crímenes que, según la ley de entonces y hasta después de 

1983, justificaban tal castigo. Con todo, él niega categóricamente su culpabilidad. Durante el 

juicio, retractó la confesión presentada por los fiscales, alegando haber sido sometido a 23 días 

ininterrumpidos de interrogatorios extenuantes, con sesiones de 12 horas diarias, marcados por 
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amenazas y golpizas. Por mucho que el tribunal de Shizouka reconociera sus declaraciones y 

desestimara algunas confesiones, criticando las tácticas policiales, sostuvo que las pruebas eran 

suficientes para declararlo culpable y condenarlo a muerte.  

 

En un intento de revertir el veredicto, presentó apelaciones, las cuales fueron rechazadas 

primero por el tribunal de apelaciones intermedio, conocido como el Tribunal Superior, y luego 

por el Tribunal Supremo, cuya decisión final se emitió el 11 de noviembre de 1980. En ese 

momento, su sentencia de muerte se volvió “definitiva”, según lo entendían los japoneses. Como 

resultado, Hakamada fue trasladado de una celda de prisión común a un aislamiento solitario en 

el corredor de la muerte en el Centro de Detención de Tokio.  

Según la ley japonesa, la única forma de que un prisionero evite la ejecución una vez que 

su condena y sentencia de muerte han sido ratificadas por la corte Suprema es conseguir un nuevo 

juicio presentando nuevas pruebas que demuestren su inocencia. Si bien, en 1975, la Corte 

Suprema de Japón relajó su interpretación. Para la obtención de un nuevo juicio, un prisionero 

debe presentar nuevas pruebas claras que creen una duda razonable en cuanto a su culpabilidad, 

en lugar de una nueva prueba clara de inocencia.  

 

La moratoria no oficial sobre las ejecuciones en Japón finalizó el 26 de marzo de 1993, 

cuando tres hombres fueron ahorcados. En ese periodo, Iwao Hakamada estaba inmerso en su 

lucha por la exoneración. Tras la confirmación de su condena y sentencia en 1980 por la Corte 

Suprema, un nuevo equipo de abogados, liderado por Kazuo Itoh, vicepresidente del comité de 

Derechos Humanos de la Federación Japonesa de Colegios de Abogados, asumió su caso. 

 

En 1981, los abogados presentaron una petición para un nuevo juicio en nombre de 

Hakamada. Itoh y su equipo solicitaron a los médicos un reexamen de la evidencia física del caso, 

descubriendo que la presunta arma homicida no correspondía con la profundidad de la herida de 

puñalada en uno de los niños asesinados. 

 

Además, los abogados demostraron que una puerta, por la cual la policía afirmó que 

Hakamada había entrado y salido de la casa de las víctimas, estaba cerrada con llave en el 

momento del crimen. Y, quizás lo más significativo, evidenciaron que unos pantalones 

manchados de sangre, recuperados en la escena 14 meses después del crimen y presentados por 

la policía, eran demasiado pequeños para Hakamada.  

 

La recopilación y presentación de estas nuevas pruebas tomó más de 13 años. El 9 de agosto 

de 1994, el Tribunal de Distrito de Shizouka rechazó la petición de Hakamada. Una apelación 
posterior ante el Tribunal Superior de Tokio también fracasó casi exactamente 10 años después, 

el 27 de agosto de 2004. 

 

La prueba de ADN de los pantalones ensangrentados no fue concluyente, y el juez Fumio 

Yasuhiro estuvo de acuerdo con los fiscales en que Hakamada los había estado usando en el 

momento del crimen. Itoh está apelando a la Corte Suprema.  

 

El caso Hakamada sigue siendo un tema sumamente delicado. El Ministerio de Justicia 

tiene la política de no ejecutar a los prisioneros mientras sus peticiones de un nuevo juicio están 
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pendientes, lo cual es la razón principal por la que Hakamada ha permanecido vivo en el corredor 

de la muerte durante tanto tiempo. Sin embargo, esta regla es una cuestión de discreción del 

Ministerio, no un mandato legal.  

 

En 2023, más de 50 años después de esa condena, Hakamada recibió una noticia por parte 

del Tribunal Superior de Tokio en el que le informaban de la concesión de un nuevo juicio. Esta 

decisión se basó en más de 600 pruebas que el fiscal reveló por orden del tribunal después de que 

Hakamada presentadas en 2008 su segunda solicitud de un nuevo juicio. Algunas de estas pruebas 

menoscaban la veracidad de pruebas anteriores. 

 

 

V. CONCLUSIONES 
 

La pena de muerte sigue existiendo a pesar de los avances y reformas legislativas en 

diversas jurisdicciones, mostrando distintas perspectivas según el desarrollo social e histórico de 

cada una. Este trabajo analiza la trascendencia y las consecuencias de aplicar la pena capital a 

personas con discapacidad, enfocándose especialmente en aquellos con discapacidad mental, 

quienes son particularmente vulnerables frente al sistema penal y penitenciario. Además, se 

explora la relación entre las personas con discapacidad y el contexto social y legal en el que viven 

destacando las diferencias en el tratamiento médico y el proceso legal, así como las posibles 

alternativas a la pena capital. 

 

Este estudio revela que los avances de las últimas décadas son en gran medida ficticios en 

sistemas legales poco sensibles a los derechos humanos, dificultando la implementación de 

nuevas iniciativas para su abolición total. Las diferencias entre jurisdicciones complican aún más 

el análisis, ya que la pena de muerte es tratada de manera desigual dependiendo del lugar.  

 

Para abordar la pena de muerte en personas con discapacidad mental, es crucial considerar 

la evolución histórica. Inicialmente, la pena capital se usaba ampliamente para controlar a la 

población por diversos delitos, como el hurto o el adulterio. Hoy en día, en la mayoría de los 

continentes, se considera inadecuada y desproporcionada, aunque algunos países aún no han 

avanzado en la protección de los derechos humanos.  

 

La controversia no solo radica en los derechos humanos, sino también en las condiciones 
mentales de los sujetos. Aunque la pena capital es menos frecuente actualmente, no existe una 

legislación específica que proteja adecuadamente a las personas con discapacidad mental. Es 

fundamental que estos individuos sean tratados de manera equitativa en el proceso penal y reciban 

el tratamiento médico necesario.  

 

Para erradicar la pena de muerte, se requiere un esfuerzo global que considere alternativas 

viables, como la cadena perpetua revisable con seguimiento médico periódico. Esta opción no 

solo asegura los derechos de las personas con discapacidad, sino que también facilita su 

rehabilitación y permite una reflexión sobre sus acciones. 
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A su vez, su aplicación no tiene un efecto disuasorio superior al de otras penas severas. En 

el caso de personas con discapacidad mental, su capacidad para comprender y racionalizar las 

consecuencias de sus actos está comprometida lo que reduce aún más la efectividad de esta 

medida como disuasión.  

 

No obstante, un obstáculo significativo para implementar la cadena perpetua revisable es 

que la mayoría de los países carecen de recursos económicos y el apoyo necesario para 

implementar eficazmente este método.  

Esta limitación impide que se promueva adecuadamente como una solución más razonable 

y humana, en contraste con la pena capital, que sigue siendo una práctica reprobable en muchas 

sociedades. 

 

Asimismo, desde una perspectiva ética, la imposición de esta medida plantea serias 

cuestiones sobre la moralidad de un sistema judicial que no reconoce y respeta la fragilidad de 

los individuos. Esto evidencia una compasión y una comprensión insuficiente de la dignidad 

humana, considerada como el valor supremo a respetar de los derechos humanos.  

 

Seguidamente, la ausencia de propuestas que supriman la discapacidad mental como motivo 

de criminalidad o peligrosidad para la sociedad no demuestra una relación directa entre 

discapacidad y delitos. Es más probable que otros factores, como la falta de atención psicológica 

y médica, influyan en la conducta delictiva. Incluso, la adicción a sustancias y medicaciones 

también puede alterar la percepción y conducta de los individuos con discapacidad mental.  

 

Por tanto, a nivel internacional, junto con la propuesta de nuevas vías que enfrentar las 

nuevas adversidades ocasionadas por la inmovilización de una reforma de las distintas 

legislaciones nacionales que prohíban explícitamente esta práctica y desarrollar políticas que 

garanticen el tratamiento adecuado de estos sujetos en el sistema judicial, es decisivo profundizar 

en el accionamiento de alternativas humanitarias. Por demás, se debe fomentar la sensibilización 

y la educación sobre las personas con discapacidad mental, incluyendo la capacitación de los 

profesionales del derecho y la salud para que puedan identificar y atender convenientemente las 

exigencias concretas de estas personas.  
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